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INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el sistema de remuneraciones del personal del Ministerio de Obras Públicas, de sus servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica.

____________________________________







HONORABLE SENADO:







			Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.



			Se deja constancia para los efectos de lo dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política de la República, 30 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 40 del Reglamento del Senado, que el artículo 3º debe ser aprobado con quórum de Ley Orgánica Constitucional.



			Asimismo, se deja constancia que en sesión celebrada el día 2 de Julio de 1996, el Ejecutivo retiró la urgencia calificada de “suma” para este proyecto de ley, haciéndola presente nuevamente, calificándola de "simple".



			Además, se deja constancia que este proyecto de ley debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.



----------



			A algunas de las sesiones en que se consideró este proyecto concurrieron, además de los miembros titulares de la Comisión, los HH. Senadores señores Errázuriz, Horvath y Piñera y el H. Diputado señor Longueira.



----------



			Cabe hacer presente que la  Comisión designó como Senadores Informantes, al H. Senador señor Romero para que sostenga ante la Sala las conclusiones de la mayoría, y al H. Senador señor Páez, para que ante la Sala sostenga las conclusiones de la minoría.



----------



			Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del señor Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos; del señor Subsecretario de esa Repartición, don Germán Quintana; del señor Fiscal de dicha Cartera de Estado, don Aliro Verdugo; del señor Director de Contabilidad y Finanzas de esa Institución, don Carlos Díaz; de la asesora de relaciones laborales de dicho Ministerio de Obras Públicas, doña Patricia Quezada; y del señor Asesor del Ministerio de Hacienda, don Carlos Pardo.



			La Comisión acordó invitar al señor Secretario Ejecutivo del Consejo Coordinador Nacional de Presidentes de Asociaciones Gremiales del Ministerio de Obras Públicas, don Francisco Javier Larenas y a los señores representantes de ese Consejo, don Zeus Aguilera; don Cipriano Aldea; don Raúl Guerra; don Ramón Contreras; don Miguel Ortíz y doña Viola Guzmán.



			Además, acordó invitar accediendo a una solicitud de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, a su Presidente, don Jorge Consales ; a su Vicepresidente, don Víctor Ulloa, y a los señores Zeus Aguilera y Cipriano Aldea, en su calidad de dirigentes de ANEF y de  Presidente Nacional de Ingenieros del Ministerio de Obras Públicas y Presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores de Vialidad, respectivamente. 

- - - - - - 





ANTECEDENTES



			Durante el estudio de la iniciativa legal en informe, vuestra Comisión tuvo a la vista, entre otros, los siguientes antecedentes:



			1.- Constitución Política de la República.



			De la Carta Fundamental se tuvieron especialmente presente las normas contenidas en los números 3 y 17 del artículo 19, en el artículo 38, y en los números 2 y 4 del artículo 62.



			Las dos primeras disposiciones dicen relación con las garantías constitucionales que contempla el artículo 19, que en su número tres preceptúa que corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un racional y justo procedimiento, y en su número diecisiete establece el derecho a ser admitido a todas las funciones y empleos públicos, sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las leyes.



			La norma del artículo 38, por su parte, en su inciso primero señala que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y perfeccionamiento de sus integrantes.



			Finalmente, las normas del artículo 62 de la Constitución, se tuvieron presente en cuanto fijan como materia de ley, y de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, el crear, suprimir y determinar funciones o atribuciones de los servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos, de las empresas del Estado o municipales, y el fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal de la administración pública y demás organismos y entidades antes señaladas.



			2.- Ley Nº 18.575, de 5 de Diciembre de 1986, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



			Su artículo 12 determina que el personal de la Administración del Estado se regirá por las normas estatutarias que establezca la ley, la que regulará el ingreso, deberes, derechos, responsabilidad administrativa y cesación de funciones.  Por su parte, el artículo 45 reitera que el Estatuto Administrativo del personal de los organismos a que se aplica esta ley regulará la carrera funcionaria, considerando especialmente el ingreso, deberes, derechos, responsabilidad administrativa y cesación de funciones, de acuerdo a bases que establecen los artículos siguientes, agregando que cuando las características de su ejercicio lo requieran, podrán existir estatutos de carácter especial para determinadas profesiones o actividades, estableciendo que, en todo caso, estos estatutos deberán ajustarse a las disposiciones de este párrafo.



			En dicho párrafo se determina, entre otros, que el ingreso en calidad de titular se hará por concurso público y la selección del personal se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales e idóneos, que aseguren apreciación objetiva de aptitudes y méritos; que el personal gozará de estabilidad en el empleo y sólo podrá cesar en él por renuncia voluntaria debidamente aceptada, jubilación o por otra causa legal, basada en desempeño deficiente, incumplimiento de sus obligaciones, pérdida de los requisitos para ejercer la función, término del período legal por el cual fue designado y supresión del empleo; que el desempeño deficiente y el incumplimiento de obligaciones deberá acreditarse en las calificaciones o mediante investigación o sumario administrativo; que para la calificación de los funcionarios públicos un reglamento establecerá un procedimiento de carácter general que asegure objetividad e imparcialidad.



			3.- Ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo.



			De este cuerpo legal se tuvieron particularmente presentes las normas contenidas en los artículos 29 y 148, y las del Párrafo 3, del Título II de la ley, a los que se remite el proyecto en estudio.



			La remisión al artículo 29 la contiene el inciso tercero del artículo 9º del proyecto, en cuanto determina que a los delegados del personal ante las juntas calificadoras, y a los directores de asociaciones de funcionarios, se les considerará la calificación anterior, a menos que soliciten ser calificados en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29 de la ley Nº 18.834, inciso que dispone que, si el delegado del personal lo pidiere, será calificado por su  jefe directo.



			Por su parte, de acuerdo al artículo 5º del proyecto, cuando se llama a concurso para proveer un cargo de funciones críticas, si su titular no postula, gana el concurso y no acepta la designación, o postula y no resulta seleccionado, cesará en su cargo en el Ministerio y servicios dependientes, estableciendo para este último caso el derecho a la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.



			Esa norma concede el derecho a gozar de una indemnización, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la Institución, con un máximo de seis, a los funcionarios de planta que cesaren en su cargo en los casos de supresión del empleo por reestructuración o fusión, a consecuencia de no ser encasillados en las nuevas plantas, y que no cumplieren con los requisitos para acogerse a jubilación.



			Finalmente, el artículo 9º del proyecto establece una bonificación de estímulo por desempeño, que se pagará al 30% de los funcionarios de cada planta de mejor desempeño durante el año anterior, para lo cual, según la letra b) de este artículo, se considerará el resultado de las calificaciones obtenidas por los funcionarios en conformidad a las disposiciones de la ley Nº 18.834, que en el Título II, denominado “De la Carrera Funcionaria”, contiene el Párrafo 3, "De las Calificaciones".



			4.- Ley Nº 19.185, de 12 de Diciembre de 1992, que reajusta remuneraciones del sector público, concede aguinaldo de navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario, cuyos artículos 17 y 19 establecen asignaciones que indica, a las cuales se refiere el inciso primero del artículo 6º del proyecto, como parte de las remuneraciones respecto de las cuales se calculará la asignación por funciones críticas. 



			5.- Decreto ley Nº 1770, de 5 de Mayo de 1977, en cuanto su artículo 6º establece una asignación de responsabilidad superior, no imponible, equivalente al 40% del sueldo base, al cual se refiere el inciso primero del artículo 6º del proyecto, como parte de las remuneraciones respecto de las cuales se calculará la asignación por funciones críticas.



			6.- Decreto ley Nº 773, de 26 Noviembre de 1974, en relación a los gastos de representación que regula su artículo 3º, mencionado en el inciso primero del artículo 6º del proyecto en estudio, como parte de las remuneraciones respecto de las cuales se calculará la asignación por funciones críticas.



			7.- Ley Nº 19.296, de 14 de Marzo de 1994, cuyo   inciso tercero del artículo 25, determina que los directores de las asociaciones de funcionarios no serán objeto de calificación anual durante el período de su mandato y hasta seis meses después de cesar en él, a menos que expresamente solicite ser calificado, agregando que, si no lo solicitare, regirá la última calificación para todos los efectos legales.



- - - - - - - -





FUNDAMENTOS DEL PROYECTO



			De acuerdo al Mensaje, el proyecto busca modernizar el sistema de remuneraciones del personal del Ministerio de Obras Públicas, lo que estima de gran importancia para incrementar los niveles de eficiencia del Ministerio, mejorar las condiciones de trabajo de sus funcionarios y avanzar en el proceso de modernización del Estado.



			Agrega que el nivel de desarrollo alcanzado por el país requiere que el Estado funcione con una concepción cada vez más eficiente y eficaz, lo que explica la trascendencia asignada por el Gobierno al Programa de Modernización del Estado, para mejorar la gestión de los servicios públicos con recursos humanos y físicos acordes a la importancia de sus tareas.



			Continúa el Mensaje expresando que la moderna gestión que se propicia del aparato público, requiere de recursos humanos capaces de innovar y adaptar nuevas tecnologías organizacionales y de gestión al logro de los objetivos de cada institución, lo que hace necesarias las reformas  que permitan vincular responsabilidades y exigencias a incentivos, con un sistema de remuneraciones basado en el mérito y la responsabilidad, para asegurar un régimen laboral equitativo a las personas que la desempeñan, siendo necesario invertir en los trabajadores para contar con recursos humanos calificados y, con ello, profesionalizar la Administración Pública.



			Señala que la infraestructura es clave para alcanzar mayores niveles de desarrollo en el mediano y largo plazo, y que la institucionalidad del sector debe permitir que los recursos movilizados y su aprovechamiento sean consistentes con las necesidades que el país enfrentará en los próximos años.



			Indica que la inversión del Ministerio prácticamente se duplicó en los últimos cinco años pasando de $ 152.000 millones en 1990 a $ 283.000 millones en 1995, en moneda de igual valor, y que se proyecta un crecimiento similar para el próximo quinquenio, y que la asunción de nuevas labores, como los Programas de Concesiones Urbanas e Interurbanas, de Agua Potable Rural y de Alcantarillado y Aguas Lluvias, han significado un aumento cuantitativo y cualitativo de su actividad técnico administrativa.



			Manifiesta que las mayores demandas también se reflejan en el área privada de infraestructura, que ha debido fortalecer su capacidad técnica recurriendo a los especialistas del sector público el que, dado el diferencial de rentas con el sector privado y la imposibilidad de incrementar sus rentas, ha visto disminuir sus especialistas, perdiendo recursos humanos muy calificados, difíciles de reponer.



			Sobre el particular, expresa, a modo de ejemplo, que del estamento de Ingenieros durante el año 1995 se han retirado 41 funcionarios, de los cuales 35 son Ingenieros Civiles, lo que representa más del 12% de su dotación y que, entre los años 1992 y 1995 hubo un éxodo de 144 Ingenieros, equivalentes a más de un 40% del total, lo que motiva la preocupación de crear mecanismos para retener el personal más calificado, que es demandado por el mercado laboral privado, como sería el vincular la retribución pecuniaria con la función, privilegiando la calidad de la labor y el grado de responsabilidad que importa su ejercicio. 



			Agrega que la iniciativa propuesta constituye un avance pionero en el proceso de adecuación de los sistemas de administración de personal en el sector público a las necesidades de una Administración Pública moderna y eficiente, que pueda ser seguida por otras instituciones en el futuro próximo.



			Indica que el proyecto crea un régimen especial para el personal que desempeña funciones críticas  para el funcionamiento institucional y una bonificación por desempeño, para reconocer el aporte de los mejores funcionarios de cada planta, además de establecer una asignación especial para los operadores de maquinaria pesada.



			Señala  que el régimen de funciones críticas establece un sistema especial para el personal de las plantas de directivos y profesionales que pase a desempeñar funciones esenciales para el funcionamiento institucional en virtud de sus responsabilidades o calificación profesional y que, para resolver el problema consistente en que la normativa vigente no asegura una plena dedicación o su permanencia se contemplan tres elementos para el régimen de funciones críticas:



	a)	Un régimen diferenciado de cargos asociados a funciones críticas, determinados por requisitos de responsabilidad y calificación, de carácter concursable y renovable.



	b)	Exigencias especiales de dedicación para el personal que sirva estos cargos, y



	c)	Una asignación especial para los trabajadores afectos a este sistema.



			Para que opere tal sistema se crea una planta especial a la cual se traspasarán transitoriamente los cargos de planta que correspondan al desempeño de funciones críticas, con un máximo de 850 funcionarios, entendiendo suprimidas las plazas traspasadas de su planta de origen mientras conserven tal calidad, a la que se repondrán si dejan de tener dicha calificación; se determina en cada servicio las funciones críticas con indicación de sus labores y atribuciones, fijándose el porcentaje o rango de asignación que le corresponde, con una vigencia no superior a tres años y, por último, se define el procedimiento para proveer los cargos específicos tipificados como de función crítica. 



			El procedimiento de ingreso será, por regla general, el concurso público, de acuerdo a las normas que al efecto establezca un reglamento especial, y para una permanencia en ellos no inferior a un año ni superior a tres, permitiendo que excepcionalmente los titulares que estén sirviendo efectivamente plazas declaradas de función crítica sean designados directamente en dicho cargo, sin necesidad de concurso,  por resolución del respectivo Jefe de Servicio visada por el Subsecretario del Ramo.



			Agrega el Mensaje que el proyecto regula la situación que se originará cuando una función deja de ser crítica, disponiendo que los titulares designados para su desempeño retornen a su cargo en la planta de origen, conservando el lugar que tenían en el escalafón al momento de ser transferidos a la planta especial y dejando de percibir la asignación por función crítica a contar de dicho evento.



			Continúa expresando que para privilegiar la calidad funcionaria se establece que cesarán en sus cargos los funcionarios que sirvan una función que es calificada de crítica y no sean seleccionados para dicha plaza o función en el respectivo concurso, lo que también hace aplicable a quienes sean seleccionados y se desistan de asumirla, estableciendo, en su caso, una indemnización compensatoria y el impedimento de acceder al Servicio Público de origen durante los tres años siguientes al término de la relación laboral.



			Añade que para obtener una dedicación preferente al cargo de función crítica se establece que dicha asignación es incompatible con el pago de estipendios adicionales provenientes del Sector Público por la vía de la contrata u honorarios, con las excepciones que se consignan sobre el particular.



			Señala el Menaje que la asignación por funciones críticas  fluctuará entre un 10% y un 40%  de la suma del sueldo base y otras remuneraciones adicionales, y que la misma beneficia al personal Directivo con título profesional universitario y al de la planta de Profesionales, que desempeñe cargos de planta o empleos a contrata calificados como funciones críticas para la gestión del Ministerio o de la respectiva entidad, en su caso, regulando la forma y oportunidad de su pago.



			Prosigue el Mensaje indicando que el proyecto contempla una bonificación de estímulo por buen desempeño funcionario, que beneficiará a un 30% de los funcionarios mejor calificados de cada planta del Ministerio de Obras Públicas, de sus Servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica y a igual porcentaje de los obreros permanentes mejor calificados, con un total aproximado de 2.250 personas, estableciendo dos porcentajes diferenciados y su forma de cálculo y pago.



			Finalmente, expresa el Mensaje, la asignación para Operadores de Maquinaria Pesada que se propone beneficia al personal del Ministerio de Obras Públicas y Servicios dependientes que ejerza dicha función en forma permanente, y mientras las desempeñe efectivamente, que consiste en una asignación mensual equivalente al 15% del sueldo base incrementado con la asignación del artículo 17 de la Ley Nº 19.185, otorgándosele al beneficio el carácter de remuneración para todos los efectos legales.



			Termina el Mensaje expresando que la definición del tipo de maquinaria que se considerará pesada para los efectos de la asignación antes señalada será fijada por Decreto Supremo suscrito por los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda, estableciéndose un máximo de 350 personas con derecho a percibirla, cuya determinación corresponderá al Jefe Superior del respectivo Servicio, visada por el Subsecretario del Ramo.





DISCUSIÓN GENERAL



			Durante la discusión general del proyecto de ley en estudio, la Comisión escuchó al señor Ministro de Obras Públicas, don Ricardo Lagos. Asimismo escuchó la opinión del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Coordinador Nacional de Presidentes de Asociaciones Gremiales del Ministerio de Obras Públicas, don Francisco Javier Larenas y a los señores representantes de ese Consejo, don Zeus Aguilera; don Cipriano Aldea; don Raúl Guerra; don Ramón Contreras; don Miguel Ortíz y doña Viola Guzmán.



			El señor Ministro reiteró los fundamentos expresados en el Mensaje que originó la iniciativa de ley en estudio destacando que la iniciativa aborda el tema de las remuneraciones existentes en el Ministerio a su cargo. Indicó que después de dos años de estudio con el Ministerio de Hacienda, se presenta este proyecto innovador respecto de los funcionarios públicos que, estima, permitirá frenar el éxodo de dichos funcionarios hacia el sector privado.



			Agregó que actualmente se produce una especie de círculo vicioso en que, a medida que aumenta la inversión para infraestructura, el sector privado busca contratar a los funcionarios más competentes del sector público.



			Señaló, como ejemplo, que por la vía de las concesiones se ha establecido un sistema innovador de conservación de caminos, donde se le entregan trescientos a cuatrocientos kilómetros a una empresa para su mantención durante cinco años, controlando el Ministerio la calidad del camino, lo que genera inmediatamente una presión por parte del sector privado para contratar a los ingenieros del Ministerio, que son quienes más saben sobre conservación de caminos.



			Este proceso, añadió, ha generado que aproximadamente el 40% de los profesionales se haya retirado entre los años 1992, 1993 y 1994, los que son reemplazados por profesionales con menor experiencia, o por titulares de profesiones que requieren menos años de estudio, generándose, además, numerosas vacantes a nivel profesional, particularmente en Regiones, que no es posible llenar con las rentas actuales. Informó que sólo durante el último año han renunciado al Ministerio 60 personas de la Dirección de Vialidad.



			Manifestó que los estudios realizados indican que el diferencial de rentas con el sector privado es de tres a cuatro veces, el que es menor respecto de profesionales recién egresados, que ingresan al Ministerio con rentas de 450.000 a 500.000 pesos y con aproximadamente 700.000 pesos al sector privado, pero que se agranda luego de 5 años, ya que en el sector privado alcanza rentas de 1.200.000 a 1.500.000 pesos, y en el Ministerio puede alcanzar 600.000 ó  650.000 pesos.



			Indicó que en un momento, con los funcionarios y con el Ministerio de Hacienda, se estudió la posibilidad de presentar un proyecto especial para el Ministerio de Obras Públicas que mejorara las remuneraciones en un 12% para todos los funcionarios, pero que tal criterio no se estimó adecuado por el Supremo Gobierno, pues no había razones para que el mismo sólo fuera para esa Repartición y no para toda la administración pública, por lo que se optó por una iniciativa concordante con el programa de modernización del sector público que, si bien su costo equivale al 12% del gasto del Ministerio en remuneraciones, apunta a formas distintas de mejoramiento de rentas.



			Respecto a las funciones críticas manifestó que se encuentran ya identificadas 820 en el Ministerio y sus servicios dependientes lo que, considerando que existen 93 funcionarios de exclusiva confianza, beneficiaría a 727 profesionales de su Cartera.



			Indicó que conceptualmente son funciones críticas aquellas labores que son claves y estratégicas para la gestión del Ministerio, por la responsabilidad inherente a su desempeño, la incidencia en los productos o servicios que a cada una de las Direcciones del Ministerio de Obras Públicas les corresponde entregar y que, además, tienen una diferencial significativamente inferior de remuneración con respecto al sector privado.



			Por otra parte el señor Ministro destacó que el Ministerio de Obras Públicas es un Ministerio destinado a la inversión, a diferencia de otros que son esencialmente reguladores. Enfatizó que actualmente el Ministerio invierte un 120% más de lo que invertía seis años atrás, y que si se considera que también deben vigilar, como si fueran propias, las obras que desarrolla el sector privado por concesión, significa que se controlan inversiones tres veces mayores que las de hace seis años, con el mismo número de funcionarios que tenía el año 1990.



			Agregó que lo lógico sería que el Ministerio tuviera una planta relativamente estable de acuerdo a sus funciones permanentes, pero una planta según el volumen de inversión, pues tal volumen es el que determina las necesidades de inspectores de obras, el número de decretos de expropiación, etc., es decir, las funciones del Ministerio son en función de dicho volumen, y la magnitud de la inversión se fija anualmente en la Ley de Presupuestos, siendo factible pensar en vincular la magnitud de la inversión con las funciones críticas.



			Destacó que normalmente el Ministerio expropia anualmente entre 200 y 300 predios. Sin embargo, el año -1995- se expropiaron 1.500 predios, proyectándose  expropiar 3.500 en el año 1996. Es decir, 10 veces más que lo acostumbrado, lo que se explica básicamente por las necesidades que origina la ruta de Santiago a San Antonio, para lo cual cuenta con el mismo personal que realizaba la décima parte de las expropiaciones previstas para este año, lo que, estimó, resalta la importancia de aprobar el establecimiento de la función crítica.



			Respecto al bono o premio a los funcionarios de mejor desempeño que contempla el proyecto, mediante el cual el 30% de los funcionarios mejor calificados obtendrá una bonificación especial, que para el 15% mejor calificado corresponderá a un 10% de su renta anual, y para el 15% siguiente a un 5% de su renta anual, reiteró que esto obligará a los calificadores a cumplir adecuadamente su función pues, al menos para un 30% del personal,  la calificación tendrá ahora incidencia sobre sus remuneraciones.



			En cuanto a la bonificación especial del 15% para operarios de maquinaria pesada,  explicó que dichos trabajadores están en una situación muy parecida a la de los profesionales, en cuanto a su demanda por el sector privado, agregando que tienen a su cargo la operación de maquinaria de muy alto valor, el que puede llegar a 500.000 dólares, con la responsabilidad y capacitación que para ello se requiere, lo que ha motivado la creación de tal asignación, entregando a la potestad reglamentaria el definir el tipo de maquinaria que se considerará pesada para el efecto de la concesión del beneficio.



			Indicó que existía un elemento que se encuentra pendiente y que no se incorporó en el proyecto para no retrasar su tramitación, porque el mismo no se encuentra totalmente afinado, que tiene por objeto establecer incentivos de productividad, lo que hace necesario determinar previamente formas de medirla, para hacer posible el fijar metas a alcanzar por las distintas áreas del Ministerio.



			Enfatizó el señor Ministro que con el proyecto se espera frenar el éxodo de profesionales del Ministerio hacia el sector privado y que, aunque se pueda pensar que una mejora de hasta un 40% puede ser insuficiente, quienes reciban tal incremento pensarán que se avanza en la dirección correcta, y que la aprobación de la iniciativa permitirá terminar con situaciones que no son las más adecuadas para la función pública, aunque sean legales, como es que los funcionarios asimilados a un grado tengan además un convenio de honorarios, situación que ha sido una práctica permanente en el Ministerio pero que hace depender la remuneración de la voluntad de la autoridad, a diferencia de la asignación de funciones críticas, que establecerá un aumento de entre un 10 y un 40% del sueldo, con un mayor grado de transparencia.



			Reiteró que el proyecto constituye un esfuerzo real del Gobierno por lograr una modernización del aparato del Estado, para lo cual se ha tomado un Ministerio, -el de Obras Públicas- que es básicamente de inversión. Se ha establecido que requiere de un nivel de 850 funciones críticas, se han señalado las características de dichas funciones, y se establece que los funcionarios que las ejerzan deberán concursar su cargo cada un máximo de tres años, terminando con su inamovilidad para poder mantener una relación entre la inversión y los funcionarios que necesitan, porque en esencia son una empresa que invierte los recursos públicos de los chilenos, una gran empresa de inversiones, sin perjuicio de otras tareas reguladoras propias del Ministerio, como la de la Dirección General de Aguas, y otras que debe ejercer directamente, como la de Obras Portuarias, Arquitectura, Vialidad, etc.



			En síntesis, concluyó señalando el señor Ministro, el proyecto establece una modalidad nueva, innovadora, tal vez aplicable en otros Ministerios, que para el Ministerio de Obras Públicas tiene prioridad a fin de evitar seguir perdiendo recursos profesionales, situación que hace cada vez más difícil mantener un incremento en el ritmo de trabajo, de acuerdo a las crecientes inversiones en infraestructura.





			En seguida, vuestra Comisión recibió las opiniones de los funcionarios del Ministerio de Obras Públicas respecto del proyecto, a través del Consejo Coordinador Nacional de Asociaciones Gremiales del Ministerio de Obras Públicas, representado por su presidente, don Francisco Javier Larenas.



			Además de la presentación del Consejo Coordinador, emitieron directamente a la Comisión su opinión sobre el proyecto la Asociación Nacional de Ingenieros de Obras Públicas, ANIOP, representada por su Presidente don Zeus Aguilera  y la Asociación Nacional de Constructores Civiles del Ministerio de Obras Públicas, representada por don Raúl Guerra.



	 		Las distintas presentaciones, que se encuentran a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión, concuerdan con la necesidad de legislar sobre la materia, pese a lo cual manifiestan su disconformidad, tanto con el proyecto contenido en el Mensaje, como con el despachado por la H. Cámara de Diputados.



			Las objeciones planteadas dicen relación con las disposiciones que regulan la planta de funciones críticas que el proyecto establece, en cuanto sujeta a quienes las ejerzan a normas distintas a las que regulan a la administración pública, respecto a inamovilidad, formas de ingreso y preceptos de cesación en tales cargos.



			Luego de escuchadas las asociaciones gremiales antes mencionadas, vuestra Comisión a fin de obtener mayores antecedentes sobre la iniciativa de ley en estudio, acordó oficiar al señor Ministro de Obras Públicas,  solicitando se le remitiera la evaluación de la aplicación de la ley Nº 19.020, dictada para establecer incentivos económicos en beneficio del personal del Ministerio de Obras Públicas, y antecedentes respecto del personal a contrata de dicho Ministerio y servicios dependientes, en relación a su número, tiempo de permanencia y funciones que desempeña.



			Después de analizar el proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados, la información proporcionada por el señor Subsecretario de Obras Públicas, los numerosos documentos entregados por éste a la Comisión y las distintas opiniones vertidas a su respecto, los HH. Senadores señores Díaz, Martin, Romero, y Siebert, y el H. Senador señor Horvath, formularon reservas respecto de esta iniciativa, acordando oficiar al señor Ministro de Obras Públicas para ponerlas en su conocimiento, con la finalidad de que sean analizadas, estudiadas y discutidas, a fin de buscar la forma de modificar el proyecto para superarlas.



			Las observaciones o reservas mencionadas son, entre otras, las siguientes:



			Respecto a las funciones críticas se estimó que deben definirse, describirse y señalarse en la ley, la que también debe contemplar la forma y requisitos de ingreso, causales de cesación en el cargo, el plazo de duración y permanencia en dichas funciones y su ámbito de aplicación, determinando el beneficio en forma clara, evitando cualquier forma de arbitrariedad.



			En relación a la constitución de dos plantas paralelas, una técnica de duración indefinida y otra cuya duración es de tres años para quienes desempeñen las funciones críticas, se manifestó que era inconveniente y que produciría la frustración de los funcionarios que no opten por esta última.



			En cuanto a las calificaciones, se consideró que los parámetros del mecanismo de evaluación o sistema de calificaciones especiales debe establecerse por ley, así como las personas encargadas de aplicarlas, y que no resultaría satisfactoria la aplicación de las normas que el proyecto contempla.



			En relación a las funciones fiscalizadoras que realiza el Ministerio de Obras Públicas, se manifestó la conveniencia de reconocerla mediante una mejor escala de sueldos.



			Respecto a la posibilidad que la iniciativa en estudio constituyera un proyecto piloto, que pudiera aplicarse a otras reparticiones de la administración pública, se estimó dudosa su conveniencia, atendido que el Ministerio de Obras Públicas es esencialmente un Ministerio de Inversión y no uno regulador.



			Se planteó la conveniencia de crear una entidad autónoma vinculada al Ministerio de Obras Públicas, que permita satisfacer los requerimientos de profesionales sin afectar las plantas ni las funciones del Ministerio.



			En cuanto a la discrecionalidad que permiten algunas de sus normas, se estimó necesario eliminarla, no sólo en la determinación de las funciones o en el proceso de calificación, estableciendo procedimientos objetivos en todas las normas del proyecto.



			Se consideró necesario aclarar la situación de la planta del Ministerio, en el que existirían funcionarios de planta, que realizan las actividades permanentes del Ministerio, funcionarios a contrata para cumplir actividades excepcionales y personal a honorarios, para actividades específicas, además de los funcionario de confianza que asumen funciones directivas, a los cuales se agregaría una nueva categoría, la de los empleados de funciones críticas, que desarrollaría labores que pudieran estar comprendidas en las anteriores categorías, pero que serían actividades de mayor especificidad.



			Se estimó dudosa la conveniencia de eliminar la inamovilidad como contrapartida de un mejoramiento exiguo que obtendrían quienes opten por desempeñar funciones calificadas como críticas, ya que el mejoramiento de entre un 10 y un 40 por ciento no salva las diferencias de rentas del sector público con el área privada, por lo que el término de la inamovilidad pudiera ser contraproducente para los fines perseguidos por la iniciativa legal en estudio, cual es, evitar el éxodo de profesionales calificados hacia la empresa privada.



			Finalmente, se manifestó la inconveniencia de entregar al ejercicio de la potestad reglamentaria materias propias de regulación legal, como serían la definición, descripción e identificación de las funciones críticas, labores y atribuciones que les competen e ingreso y abandono de tales funciones;  la determinación de porcentajes o asignación para las distintas funciones críticas, la regulación de concursos; la determinación del procedimiento de reclamación contra la resolución que declara desempeño insatisfactorio, que importa cese de funciones; el sistema de calificaciones; los mecanismos de reclamación de funcionarios afectados en su derecho a bonificación por desempeño, y la definición de maquinaria pesada, para efectos de la concesión de la asignación para operadores de éstas.



			Con las reservas antes mencionadas, vuestra Comisión aprobó la idea de legislar, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Díaz, Martin, Romero, y Siebert.



			Posteriormente el H. Senador señor Ominami se sumó a la aprobación en general de la iniciativa, haciendo presente que plantearía las observaciones que le merezcan las normas del proyecto durante su posterior análisis.



- - - - - 



			Vuestra Comisión, una vez aprobada la idea de legislar, atendiendo la solicitud de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, recibió a su Presidente, don Jorge Consales; a su Vicepresidente, don Víctor Ulloa, y a los señores Zeus Aguilera y Cipriano Aldea, en su calidad de dirigentes de ANEF y de Presidente Nacional de Ingenieros del Ministerio de Obras Públicas y Presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores de Vialidad, respectivamente.



			A los planteamientos realizados en la Comisión acompañaron una minuta con sus principales observaciones, la que se encuentra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores Senadores.



			En dicha presentación manifiestan, entre otras consideraciones, su rechazo al proyecto en informe, especialmente en lo que dice relación con las funciones críticas y los incentivos al desempeño individual, estimando que atentan contra las principales fortalezas y motivaciones que posee el empleo público, como serían la estabilidad laboral, la carrera funcionaria y el trabajo en equipo.  Además, solicitan el retiro del proyecto en estudio, sin perjuicio de lo cual no renuncian al mejoramiento de remuneraciones de los funcionarios del Ministerio, de acuerdo a la eficiencia y responsabilidad que a esos empleados públicos reconoce el Ministro del ramo.



- - - - - 





DISCUSIÓN PARTICULAR





			Al iniciarse la discusión particular vuestra Comisión agrupó las materias sobre las cuales versa el proyecto de ley en estudio en tres temas principales: el primero, sobre régimen de funciones críticas; el segundo, sobre asignaciones de estímulo por buen desempeño y de maquinaria pesada,  y el tercero, sobre el financiamiento.



			Al respecto	vuestra Comisión decidió debatir el proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados en dos etapas, ya que el financiamiento de la iniciativa de ley en estudio, que constituiría la tercera etapa, corresponde estudiarla a la Comisión de Hacienda.





			La primera parte, que abarca los ochos primeros artículos de la iniciativa en comento, que versan sobre el régimen de funciones críticas, cuya discusión fue por ideas, y la segunda etapa, que comprende los artículos 9º, 10º y los cinco transitorios, los que se analizan en forma separada.



			El proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados está estructurado sobre la base de 10 artículos permanentes y 5 transitorios, los que pasamos a analizar a continuación, en forma detallada, efectuando para ello una breve descripción del contenido de cada uno de ellos, de las principales observaciones formuladas por los miembros de la Comisión sobre el particular, y de los acuerdos adoptados a su respecto.



ARTICULOS 1º A 8º



			Iniciaremos la discusión por ideas de estos artículos explicando el contenido de cada uno de ellos.



			El artículo 1º determina que a las normas especiales de la presente ley quedarán sujetos los personales del Ministerio de Obras Públicas, servicios dependientes, e Instituto Nacional de Hidráulica, de las plantas de directivos, con título profesional universitario, de profesionales, sean de exclusiva confianza o de carrera, y los empleados a contrata que estén en posesión de dicho título, que sirvan funciones calificadas como críticas para la gestión de esa Secretaría de Estado.



			El artículo 2º crea una planta especial, en cada servicio, a la cual traspasa los cargos de planta que correspondan al desempeño de funciones calificadas como críticas, en la que se mantendrán mientras conserven dicha calidad, entendiéndose excluidos de la planta de origen a la que se repondrán, en el mismo grado, al dejar de tener tal calificación, realizándose el traspaso y la exclusión mediante decretos supremos del Ministerio de Obras Públicas, bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", suscrito también por el Ministro de Hacienda.



			Su inciso segundo establece que mediante decretos supremos fundados expedidos de igual forma, se identificarán las funciones críticas y las labores y atribuciones que les competen, agregando que de igual forma será fijado el porcentaje o rango de asignación que se otorgará a las distintas funciones críticas, considerando los antecedentes disponibles sobre las remuneraciones que por funciones homologables se paguen en el sector privado, permitiendo que tales porcentajes sean diferenciados dentro de cada función, señalando que las funciones calificadas como críticas y los porcentajes de asignación tendrán una vigencia no superior a tres años.



			Su inciso tercero indica que las autoridades pertinentes del Ministerio de Obras Públicas proveerán los cargos que integren dicha planta especial y nombrarán en los empleos a contrata que correspondan a funciones críticas.



			El artículo 3º, a su vez, determina que el ingreso a los cargos de planta, sean de carrera o de jefe de departamento, o a los empleos a contrata que impliquen desempeño de funciones críticas se hará por concurso público, excepto en los casos considerados en el artículo 3º transitorio de esta ley.



			Agrega que tal concurso consistirá en un procedimiento técnico y objetivo para seleccionar el personal, en el que al menos se considerará los estudios superiores, la experiencia, aptitudes y conocimientos específicos, regulándose en lo demás por el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Obras Públicas.



			Establece que la permanencia en estos cargos y empleos no podrá ser inferior a un año ni superior a tres, de acuerdo a lo que se establezca en el respectivo concurso, sin perjuicio de lo cual cesará en forma anticipada el funcionario cuyo desempeño sea considerado insatisfactorio por el jefe superior del respectivo servicio, la que acreditará mediante resolución, contra la cual se podrá recurrir ante el Subsecretario de Obras Públicas, en los términos que señale el reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Obras Públicas, agregando que también producirá la cesación anticipada la calificación definitiva en lista tres, o el ser objeto de la aplicación de la medida disciplinaria de multa o superior.



			Su inciso tercero permite que el funcionario que esté ejerciendo un cargo calificado como crítico postule al concurso a que se llame al concluir el período para el cual fue nombrado.



			El artículo 4º establece que la infracción a la norma que prohibe a quienes ejerzan funciones calificadas como críticas recibir otros pagos del sector público, con las excepciones que señala, así como la infracción a la obligación de dedicación al cargo, facultan al Subsecretario de Obras Públicas o al Jefe Superior del Servicio respectivo, para suspender de sus funciones al inculpado con privación de la asignación de función crítica, lo que dispondrá en la resolución que ordena la investigación sumaria o el sumario administrativo respectivo.



			Agrega que si el inculpado fuere absuelto o sobreseído en el proceso administrativo correspondiente, se procederá a la devolución de las sumas retenidas.



			El artículo 5º determina que cuando la autoridad llame a concurso para proveer un cargo o empleo de funciones críticas, cesará en su cargo y en cualquier otro que conserve en el Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes, el día 1º del mes subsiguiente a la fecha en que se le comunique el resultado del certamen, el titular del cargo que no postule, no resulte seleccionado, o que ganándolo no lo acepte dentro del plazo que se le indique.



			Agrega que el titular de un cargo de planta que no resulte seleccionado, tendrá derecho a la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.



			Su inciso segundo prohibe que los funcionarios que cesen en sus cargos de origen con derecho a percibir la indemnización antes mencionada, sean nombrados o contratados, sea a contrata o a honorarios, en el mismo Ministerio y servicios dependientes durante los cinco años siguientes, a menos que previamente devuelvan la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento más, el interés corriente para operaciones reajustables. 



			Por su parte, el artículo 148 del Estatuto Administrativo antes citado establece que en los casos de supresión de empleo por procesos de reestructuración o fusión, los funcionarios de planta que cesaren en sus cargos a consecuencia de no ser encasillados en las nuevas plantas, y que no cumplieren los requisitos para acogerse a jubilación, tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de sus remuneraciones devengadas el último mes por cada año de servicio, con un máximo de seis, que no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.



			El artículo 6º otorga una asignación de funciones críticas a quienes ejerzan funciones calificadas como tales, la que fluctuará entre el 10% y el 40% de la suma de las remuneraciones que indica, señalando que la misma será imponible, se percibirá mientras se ejerza la función que la origina, se liquidará junto a las remuneraciones mensuales, y no se considerará base de cálculo para determinar cualquier otra remuneración.



			Además establece la incompatibilidad de tal asignación con otros estipendios adicionales provenientes del sector público por contrata u honorarios, excepto con labores que, sin interferir con el desempeño de la función que origine la asignación, se refieran a actividades de instructor de capacitación, cargos docentes e integración de directorios o consejos de empresas u organismos públicos, dentro de los límites estatutarios establecidos.



			El artículo 7º fija en 850 cargos la dotación máxima de las plantas especiales del Ministerio de Obras Públicas, servicios dependientes y el Instituto Nacional de Hidráulica, creadas de acuerdo al artículo 2º, con derecho a percibir la asignación por funciones críticas.



			Finalmente, el artículo 8º determina que la aplicación de las normas de los artículos anteriores no significará incremento de las dotaciones máximas de personal establecidas, o que se establezcan para el Ministerio de Obras Públicas y sus servicios dependientes o relacionados.





			Sometidas a debate las ideas de estos artículos, la primera de las cuestiones planteadas fue si resultaba más conveniente el establecer una planta paralela de funciones críticas en el Ministerio de Obras Públicas, como la propuesta en el proyecto, o el modificar la iniciativa en términos de contemplar otras soluciones que no impliquen cambiar totalmente el régimen jurídico aplicable a los funcionarios públicos.



			Con tal finalidad se presentaron diversas proposiciones para que el Ministerio de Obras Públicas las analizara, el  que, por su parte, presentó indicaciones al proyecto.



			La primera proposición consistió en sustituir los ocho artículos que contempla el proyecto para el régimen de funciones críticas, por otros que establecían, entre otras normas,  una dotación especial de 850 cargos a contrata, concursables, cargos a los cuales se ingresaba por concurso público, pudiendo postular en igualdad de condiciones todas las personas que cumplieran con los requisitos correspondientes, entre ellas los funcionarios de planta y a contrata del Ministerio y de los servicios indicados que tengan título profesional universitario. Se aplicaban las normas del Estatuto Administrativo y se establecían normas especiales, entre ellas, la de conservar la propiedad de su cargo mientras dure esta contrata, para el funcionario titular de planta, quien fuese nombrado para desempeñarse en alguna función crítica.



			Esta proposición fue desestimada por el Ejecutivo, por diversas razones, entre otras, porque la conservación del cargo y la falta de financiamiento adicional -ya que para los efectos del primer llamado a concurso para proveer cargos de la dotación especial, la actual dotación del Ministerio de Obras Públicas, y sus servicios dependentes, se aumentaba en un número x de cargos-. Para iniciarse el sistema, además, se tenía que esperar la vacancia de los cargos, lo cual puede demorar años y por no permitir otorgar el beneficio a los funcionarios que actualmente desempeñan las funciones calificadas como críticas, ya que no contemplaba un mecanismo de excepción para iniciar el sistema y, porque al efectuarse un concurso público, el ganador de éste podría haber sido una persona distinta al que la estaba desempeñando. Además, al no crearse causales de cese no voluntario y como resultado de la aplicación del concurso público, puede duplicarse el número de personas que sirven una misma función, con el mayor costo financiero que ello significa., no solucionando, en opinión del Ejecutivo, el principal problema que se busca resolver, cual es, el de retener a los profesionales del Ministerio que desempeñan funciones críticas.



			Por otra parte, los representantes del Ministerio expresaron que es similar al proyecto del Ejecutivo en las siguientes materias: concepto de función crítica; calificación de la función como crítica por plazos determinados de hasta tres años; identificación de las funciones que se considerarán críticas vía decreto supremo fundado; determinación de los porcentajes de la asignación correspondientes a cada función vía decreto supremo fundado, atendiendo a la responsabilidad y a las condiciones particulares que implica el desempeño de la función; provisión de los cargos por concurso público, y nombramiento por plazos determinados no inferiores a un año ni superiores a tres.



			Sin embargo, concluyeron, la dotación especial a contrata, en la forma propuesta, tiene las limitantes señaladas que la hacen inviable.



			La segunda proposición formulada decía relación con el otorgamiento de una asignación de funciones críticas concursable, a la cual podían postular sólo los personales del Ministerio de Obras Públicas, sus servicios dependientes y el Instituto Nacional de Hidráulica  que establece el proyecto de ley en análisis, que cumplan con los requisitos correspondientes, concurso que se decidiría por oposición interna y que se iba a regular por las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 18.834. Además, la determinación del número de cargos que corresponden al desempeño de funciones críticas, así como su vigencia, la que no podrá exceder de tres años, y el porcentaje de la asignación que les corresponda, se realizaría anualmente para el Ministerio de Obras Públicas en la Ley de Presupuestos de la Nación.



			Esta proposición también fue desestimada por el Ejecutivo, entre otras razones, por cuanto existiría incompatibilidad con el texto aprobado por la H. Cámara de Diputados al no permitirse que concursaran personas externas al Ministerio; porque al operar la asignación concursable en un concurso cerrado no habría competencia; porque sería inoperante el mecanismo en el caso de que ganara el concurso una persona que no desempeña el cargo al que se le asigna la calidad de función crítica y,  porque se estaría estableciendo una asignación a la persona y no al cargo, situación ajena a lo que propone el proyecto.



			Se explicó que el beneficio se otorga al cargo previamente identificado como función crítica, en cambio, en la asignación concursable ésta se la puede ganar una persona que ejerza un cargo distinto de aquél que ha sido catalogado como crítico, no produciéndose el resultado de privilegiar la  función crítica que constituye todo el desarrollo que hace el proyecto, teniendo la asignación un desenlace distinto y contradictorio. Se enfatizó que de acuerdo con el mecanismo propuesto puede ganar el concurso alguien que no está desempeñando el cargo de función crítica y el que perdió no hay donde trasladarlo o cómo exonerarlo, no funcionando el mecanismo.



			Se señaló que la filosofía esencial que está implícita en el proyecto es el elemento de renovación dentro de la administración pública  y que este elemento se pierde y se desdibuja completamente con la asignación concursable. El elemento nuevo y modernizador que introduce el texto del Ejecutivo es que el cargo sea concursable. 



			Se indicó que en un concurso interno se reparten las asignaciones, estableciéndose una asignación pura y simple, cambiándose  la esencia de la iniciativa de ley en estudio por la vía de hacer una asignación concursable ya que  se estarían asignando una cantidad de recursos que tienen una filosofía distinta.



			El señor Ministro planteó la inconstitucionalidad de esta alternativa explicando que se estarían reasignando recursos públicos. Se contemplan gastos para 850 cargos, siendo la idea central la competencia que se va a producir, competencia entre los funcionarios del Ministerio de Obras Públicas y de afuera y la pérdida de la inamovilidad. Indicó que esos eran los elementos fundamentales o ideas matrices del proyecto de ley en estudio y que la asignación concursable alteraría el fundamento mismo del proyecto ya que se estaría interviniendo indebidamente en la administración financiera y presupuestaria del Estado al reasignarse recursos para una finalidad distinta a la contemplada al enviarse el proyecto de ley en análisis.



			Reiteró que la filosofía del proyecto es que el profesional del Ministerio, respecto del cual se aspira a que pueda llegar a tener una remuneración como la del sector privado, también tenga reglas similares a las de ellos en el sentido de que sea una persona que tiene que tener la competitividad suficiente para permanecer en una función crítica y si no alguien con mayor competencia en un concurso debidamente reglado lo va a ganar. Esto introduce un concepto distinto, lo otro, la asignación concursable, es un paliativo clásico, razonable, pero que no es el propósito del proyecto. 



			Finalmente, respecto a esta proposición, se señaló que la importancia del proyecto es fundamental porque puede que este 40% sea insuficiente, pero una vez aprobada esta cifra, si se sigue produciendo el exodo de profesionales constituiría un antecedente para mejorar dicha cifra.



			En el seno de vuestra Comisión se indicó que los proyectos alternativos que se plantearon al Ejecutivo obeceden a un afán de colaborar con el Gobierno y sacar adelante la iniciativa en debate.



			Bajo esa perspectiva, el H. Senador señor Romero, presentó una indicación sustitutiva de los ocho primeros artículos del proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados, que dicen relación con el régimen de funciones críticas, que consta de diez artículos, los que pasamos a describir a continuación, para luego señalar los fundamentos de los mismos y el debate, análisis y votación de que fueron objeto.



			El articulo 1º establece en el Ministerio de Obras Públicas, en sus servicios dependientes y en el Instituto Nacional de Hidráulica, un sistema de desempeño de funciones críticas, al cual podrá acceder el personal de las plantas de directivos, tanto de exclusiva confianza como de carrera, el personal de las plantas de profesionales y los empleados a contrata que se encuentren en posesión de un título profesional universitario.



			Se considerarán funciones críticas, para los efectos de esta ley, aquéllas que sean identificadas como tales, mediante el procedimiento que más adelante se establece, en razón de ser claves para la gestión del Ministerio y sus servicios, por la incidencia que tienen en el cumplimiento de sus funciones y en el logro de sus objetivos.



			El artículo 2º indica que los funcionarios que desempeñen funciones críticas tendrán derecho a percibir una asignación mensual equivalente a un porcentaje de sus remuneraciones.



			Esta asignación fluctuará entre un 10% y un 40%  y se calculará sobre el sueldo base más las siguientes asignaciones:



		- Asignación profesional a que se refiere el artículo 19 de la ley Nº 19.185,

		- Asignación establecida en el artículo 17 de la misma ley,

		- Asignación de responsabilidad superior otorgada por el decreto ley  Nº 1.770, de 1977, y 

		- Asignación para gastos de representación establecida en el artículo 3º del decreto ley Nº 773, de 1974.



			El derecho a esta asignación se mantendrá sólo mientras se ejerza la función específica que la fundamenta y ésta mantenga la calificación de crítica, se pagará conjuntamente con la remuneración mensual del empleado y no se considera base de cálculo de ninguna otra remuneración.



			El artículo 3º señala que por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" y que deberá ser firmado, además, por el Ministro de Hacienda, se identificarán las funciones críticas.  En este mismo decreto se determinará, para cada función crítica, un grado o un rango de grados de la Escala Única de Sueldos que será exigible para su ejercicio y el porcentaje de asignación a que dará derecho su desempeño.



			Las funciones críticas identificadas no podrán exceder de 850 para el conjunto del Ministerio, sus servicios dependientes y el Instituto Nacional de Hidráulica.



			La identificación de funciones críticas podrá ser modificada hasta dos veces en cada año calendario por el mismo procedimiento. La modificación podrá consistir en incorporar nuevas funciones, sin exceder el número máximo fijado en el inciso anterior, en eliminar funciones que hayan perdido dicha calidad y en variarles el grado o el porcentaje de la asignación a que darán derecho. Estas modificaciones, excepto la incorporación de nuevas funciones, sólo podrán disponerse respecto de funciones críticas que se encuentren vacantes o para que rijan una vez que ello ocurra.



			El artículo 4º indica que las funciones críticas así identificadas serán desempeñadas por funcionarios del Ministerio o del respectivo servicio, según corresponda, que se encuentren en posesión de un título profesional universitario y que detenten un cargo que tenga asignado el grado o uno de los grados de la Escala Única de Sueldos exigibles para su desempeño según lo determinado en el decreto supremo a que se refiere el artículo anterior.



			El artículo 5º señala que las funciones críticas se proveerán por concurso, excepto las que correspondan a cargos de planta que tengan la calidad de empleos de exclusiva confianza del Presidente de la República o de la autoridad llamada a hacer el nombramiento.



			El concurso será interno y limitado a los funcionarios de planta y a contrata que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 4º.



			El concurso será público cuando en las plantas de directivos o de profesionales, del Ministerio o del respectivo servicio, exista un cargo vacante correspondiente al grado o a uno de los grados exigidos para desempeñar la función que no se hubiere podido llenar por ascenso o por concurso interno. También lo será, cuando la autoridad competente decida asociar la función crítica de que se trate a un cargo a contrata, el que deberá asimismo cumplir la condición de tener asignado un grado de los que se requieren para el desempeño de dicha función.



			El artículo 6º establece que  las funciones críticas se concursarán sujetas a un plazo máximo de desempeño, el que no podrá ser inferior a un año, ni superior a tres años. En el llamado a concurso se establecerá el plazo de duración de la respectiva designación.



			La autoridad competente para hacer la designación podrá, por una sola vez, prorrogarla hasta por un nuevo período, sin necesidad de concurso.



			El artículo 7º indica que el desempeño de una función crítica será incompatible con el ejercicio de cargos a contrata y con la prestación de servicios a honorarios, en el sector público. Se exceptúan de esta incompatibilidad los cargos docentes, las labores de instructor en cursos de capacitación y la integración de directorios o consejos de empresas u organismos públicos, dentro de los límites establecidos en el Estatuto Administrativo aprobado por la ley Nº 18.834, a condición de que su desempeño no entorpezca el ejercicio de la respectiva función crítica.



			El artículo 8º dispone que la infracción de lo dispuesto en el artículo anterior dará lugar a la aplicación de una medida disciplinaria, sin perjuicio de la obligación del funcionario de devolver las sumas percibidas indebidamente.



			El artículo 9º señala que los funcionarios que desempeñen funciones críticas cesarán en su ejercicio por las siguientes causales:



		a) Por dejar de ser funcionarios del Ministerio o del servicio respectivo;

		b) Por cumplimiento del plazo fijado en la designación;

		c) Por haber obtenido una calificación definitiva en lista tres, y

		d) Por haber sido sancionado con la medida disciplinaria de multa o superior.



			Las causales de cese del ejercicio de funciones críticas, contempladas en las letras b) y siguientes conllevan el cese en el cargo, de planta o a contrata, asociado a ellas, a menos que se trate de un cargo de planta que está siendo servido por un funcionario en calidad de titular desde antes de su asociación a una función crítica. En este caso, el funcionario reasumirá el ejercicio de su cargo al cesar en el desempeño de la función crítica.



			El artículo 10 establece que los funcionarios que estén ejerciendo una función crítica podrán postular al concurso a que se llame al concluir el período por el cual fueron nominados.".



			El H. Senador señor Romero fundamentó su indicación señalando que el sistema de funciones críticas que se propone tiene por finalidad dotar, al Ministerio de Obras Públicas y demás organismos del sector, del personal profesional calificado que requiere para cumplir eficientemente sus funciones.  Ello sobre la base de fijarles una  remuneración que permita al sector retener a su servicio a aquellos profesionales cuya capacidad y experiencia le son necesarios y poder atraer en el futuro a profesionales de iguales características y, de establecerles mayores exigencias para permanecer en la función que al resto de los funcionarios, dotando incluso a la autoridad competente de la facultad de poner término a la designación si los servicios no resultan satisfactorios.



			Agregó que su indicación propone un sistema que se ciñe a los parámetros fijados por el Ejecutivo en el respectivo proyecto de ley, cuales son:



		a)  El número de funciones que se califiquen de críticas no puede exceder en todo el sector de 850,



		b)  El monto de la asignación especial a que dará derecho su desempeño fluctuará entre el 10% y el 40% de las remuneraciones especificadas en el respectivo proyecto de ley, y



		c)  La implantación del sistema no puede significar aumento de la dotación de personal, ni aumento de grado para los funcionarios.  Ello implica que en definitiva el costo del sistema será igual al costo de la asignación que se crea.



			Prosiguió señalando que, al mismo tiempo, el sistema respeta el derecho a la función de los profesionales que ejercen cargos de planta en calidad de titulares, sobre la base de que el Estatuto Administrativo contempla las herramientas necesarias para poner término a los servicios de los empleados que no son eficientes (la calificación en lista cuatro y la calificación por dos años consecutivos en listas tres producen la eliminación del servicio del funcionario mal calificado), por lo que no se requiere modificarles su sistema estatutario para prescindir de sus servicios.



			En suma, expresó, el sistema propuesto pretende conciliar las necesidades del Ministerio y servicios del sector con los derechos de los funcionarios, ciñéndose además a las limitaciones establecidas por el Ejecutivo.





			Finalmente, señaló que el sistema operará sobre la base de la identificación de funciones críticas mediante el mismo procedimiento propuesto por el Ejecutivo; que dichas funciones no constituirán por si mismas cargos públicos, por lo que no darán origen a una planta especial, sino que al identificarlas se determinará el grado o rango de grados con que pueden ser ejercidas y que, en consecuencia, para ejercerlas se deberá estar ya en posesión  de un cargo del grado necesario para acceder a ellas o se deberá ser nombrado simultáneamente en un cargo cuyo grado permita ejercerlas, e indicó que la provisión de los cargos se decidirá por concurso y que será siempre requisito para postular el estar en posesión de un título profesional universitario.  El concurso será interno, y  público si existe un cargo vacante en la planta que no ha podido ser provisto por ascenso o por concurso interno.





			Sobre el particular, el señor Subsecretario manifestó que, en su opinión, la indicación, así como las proposiciones analizadas, por recaer en materias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República resultaría inadmisible desde un punto de vista constitucional, por lo que estimaba improcedente su discusión.



			Sin perjuicio de tales objeciones, efectuó un análisis respecto del contenido de la indicación presentada.



			Indicó que la característica de la indicación es crear un sistema de "Funciones Críticas Concursables", lo que es una modificación sólo formal, ya que desde un punto de vista estatutario, al establecerse un universo de funciones "asimiladas a grados o rangos de grados" de la Escala Unica de Sueldos los que serán "exigibles para su desempeño", necesariamente llevará a que las funciones así tipificadas deban necesariamente organizarse y jerarquizarse en el orden decreciente de sus grados de asimilación, lo que significaría configurar una "planta  de funciones críticas" a lo menos de carácter esquemático, con lo cual o se admite como válido el enfoque en el mismo sentido que aplica el proyecto del Ejecutivo, o en caso contrario, debería reconocerse que es un mecanismo inidóneo acorde con lo que se ha expresado respecto del proyecto gubernamental.



			Respecto a la forma de proveerse los cargos, señaló que del examen de las normas propuestas se concluye que, por lo menos en lo que concierne a la provisión de funciones críticas de planta, el concurso público no tendrá aplicación o en su defecto constituirá una medida excepcionalísima, siendo la regla general el "concurso interno" y no el "concurso público".



			Señaló que tal concurso interno será "limitado a los funcionarios de planta y a contrata" del Ministerio y sus Servicios dependientes que cumplan con los requisitos generales que establece  el proyecto, cuales son título profesional universitario y detentar un cargo que tenga asignado el grado o uno de los grados de la E.U.S. exigidos para su desempeño en el acto administrativo previo que identifica dichas tareas como función crítica.



			Expresó que se pueden originar incoherencias en la aplicación de tales normas, pues es posible que se produzcan dos resultados: Que gane el concurso y acceda al pago de la asignación adicional el mismo titular que ya estaba sirviendo la función calificada de crítica o que, a la inversa, el concurso interno lo gane  un funcionario distinto, hipótesis en que se produciría una anomalía, ya que el ganador del concurso interno recibirá la asignación sin ejercer la función a la cual postuló, pues continuará desarrollando su cargo de origen, al paso que el titular que ejerce la plaza cuyas tareas fueron declaradas críticas continuará desarrollando dicha labor sin derecho a sobresueldo, sin que se cumpla el fin último del proyecto, consistente en premiar al que ejerce la función crítica y con ello retenerlo en el servicio, transformándose el proyecto en un sistema de asignación concursable, con independencia de la relación vinculante entre el pago de tal asignación y el desempeño real y efectivo de un cargo de funciones críticas.



			Agregó que el proyecto no resuelve la incoherencia en comento, porque no contempla un sistema de movilidad funcionaria respecto del titular que no obtiene el concurso, mecanismo que si regula la proposición del Ejecutivo, lo que constituye la diferencia básica entre una y otra alternativa.



			Expresó que la indicación no contempla modalidad especial alguna que permita realizar la primera provisión para el ejercicio de funciones críticas en forma rápida y armónica con la realidad imperante en los Servicios como, por ejemplo, que se haga en forma directa y en beneficio de quienes estén sirviendo los cargos cuyas funciones se califiquen de críticas, modalidad que en cambio sí regula el proyecto del Ejecutivo.



			Finalmente, expresó que el inciso segundo del artículo 9º propuesto señala que quienes incurran en las conductas graves que indica sólo cesarán en el ejercicio de las funciones críticas, pero no en los cargos de que sean titulares en sus plantas de origen lo que, estimó excede el margen de una racional y justa protección del "derecho a la función" de quienes eventualmente  pudieran  incurrir en dichas conductas, pues por la naturaleza, jerarquía y responsabilidad que importa el ejercicio de funciones calificadas de críticas, se estima que tales actuaciones deberían provocar también  el cese de los afectados en los cargos de que sean titulares en sus plantas de origen, que es la orientación del proyecto del Ejecutivo.



			El H. Senador señor Ominami manifestó su opinión, en el sentido que en estas materias es necesario mejorar la actual legislación que, en la práctica, importa que en la administración pública se ascienda sólo por antigüedad, a diferencia de lo que ocurre en la empresa privada, por lo que estima necesario legislar sobre la materia con prescindencia de las opiniones o presiones de los funcionarios que se pudieren estimar afectados.



			Continuó expresando que, respecto a la constitucionalidad de la indicación, según lo señala expresamente el inciso tercero del artículo 24 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en la tramitación de proyectos de ley los miembros del Congreso Nacional no podrán formular indicación que afecte en ninguna forma materias cuya iniciativa corresponda exclusivamente al Presidente de la República, ni siquiera para el mero efecto de ponerlas en su conocimiento, pese a lo cual se admitirán las indicaciones que tengan por objeto aceptar, disminuir o rechazar los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, gastos y demás iniciativas sobre la materia que haya propuesto el Presidente de la República.



			Agregó que, de acuerdo al tenor literal de la norma antes citada, coincide con el planteamiento del señor Subsecretario de Obras Públicas en el sentido que la indicación sería inconstitucional ya que, independientemente de la opinión que se tenga respecto de las facultades de los Parlamentarios, existiendo un texto expresó que les impide realizar indicaciones como la propuesta, corresponde aplicar la norma y no dar trámite a esta proposición, por estimarla contraria al ordenamiento constitucional.





			Por su parte la H. Senadora señora Feliú expresó que en la administración pública se conjugan muchos elementos, siendo uno de ellos el que sus funcionarios no puedan ser removidos discrecionalmente por la autoridad, materia que regula la Constitución Política de la República y la correspondiente Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración, y que el proyecto, en cuanto permite eliminar personal discrecionalmente, resulta contrario a dichas normas.



			Señaló que no resulta admisible, y nunca ha dado resultados, la absoluta discrecionalidad en la administración, y que la misma tiene motivos o finalidades distintas a las que tiene el sector privado, y que cuando se protege la carrera funcionaria se busca que el ingreso a ella este fundado en las necesidades del servicio y no en factores políticos, tal como lo ha señalado la Comisión de Etica.



			En relación a que en la administración pública los ascensos de los funcionarios se originarían exclusivamente por antigüedad, manifestó su opinión en el sentido que ello sería consecuencia de un mal proceso de calificación, proceso que realizan las mismas personas que, de acuerdo al proyecto, deberían calificar para determinar cuáles funcionarios accederían al régimen de funciones críticas.



			Finalmente, en relación a las objeciones de constitucionalidad formuladas respecto de la indicación, expresó que estimaba errónea la interpretación de las facultades de los parlamentarios planteada, pues ella conduciría a estimar que el pronunciamiento respecto de proyectos de iniciativa exclusiva del Presidente de la República equivale a una toma de razón, y que únicamente se podría aprobar o rechazar totalmente la iniciativa, agregando que la indicación formulada busca corregir el proyecto, lo que permite el artículo 66 de la Carta Fundamental respecto de todo proyecto en los trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, con la limitación de no ser admisibles las indicaciones que no tengan relación con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, lo cual no ocurre con la indicación.





			Por su parte, el H. Senador señor Romero señaló que, al igual que las proposiciones que se han puesto en conocimiento del Ministerio de Obras Públicas, su indicación tiene por objeto corregir el proyecto despachado por la H. Cámara de Diputados que, en su opinión, presenta problemas de constitucionalidad.



			Al respecto, hizo entrega a la Comisión de un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado recaído en una consulta formulada acerca de la constitucionalidad de las normas que permiten traspasar personal de la CORFO a los gobiernos regionales, aprobado por la unanimidad de sus miembros, en que se analiza el contenido del concepto de carrera funcionaria que garantiza el artículo 38 de la Constitución Política del Estado.



			Señaló que, basado en ese informe objeta constitucionalmente el mecanismo de la planta de funciones críticas, en el sentido que afectaría el desarrollo de la carrera funcionaria.



			Destacó que le interesa tutelar, en relación a la carrera funcionaria, la no marginación o cesación de funciones de los agentes públicos en forma arbitraria, por actos de la administración, lo que podría lograrse agregándose por ley otras causales a las ya existentes, modificándose así la Ley Orgánica de Bases de la Administración del Estado.



			Solicitó dejar constancia que dicho informe correspondiente al Boletín Nº 1000-06 señala, en lo que resulta atingente, que:



			"1.-  El inciso primero del artículo 38 de la Carta Fundamental dispone que "una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes";



			"2.-  Por su parte, en cumplimiento del mandato del constituyente, la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, regula la carrera funcionaria en el Párrafo 2º de su Título II.



			"Es así como el inciso primero de su artículo 45 dispone que "el Estatuto Administrativo del personal de los organismos señalados en el inciso primero del artículo 18 regulará la carrera funcionaria y considerará especialmente el ingreso, los deberes y derechos,...en conformidad  con las bases que se establecen en los artículos siguientes".



			"El artículo 47 del referido cuerpo legal estatuye, en su inciso primero, que el personal de la Administración del Estado "estará sometido a un sistema de carrera que proteja la dignidad de la función pública y que guarde conformidad con su carácter técnico, profesional y jerarquizado", agregando, en sus incisos segundo y tercero, que "la carrera funcionaria será regulada por el respectivo estatuto" y que "las promociones podrán efectuarse,  según lo disponga el estatuto, mediante ascensos en el respectivo escalafón..."



			"El artículo 48 de la mencionada ley, a su vez, señala que "este personal gozará de estabilidad en el empleo y sólo podrá cesar en él por renuncia voluntaria debidamente aceptada; por jubilación o por otra causal legal, basada en su desempeño deficiente, en el incumplimiento de sus obligaciones, en la pérdida de requisitos para ejercer la función, en el término del período legal por el cual se es designado o en la supresión del empleo".



			"Su inciso tercero, dispone que "los funcionarios públicos sólo podrán ser destinados a funciones propias del empleo para el cual han sido designados, dentro del órgano o servicio público correspondiente";



			"3.-  En conformidad a lo dispuesto en el artículo 45 de la ley Nº 18.575, precedentemente citado, el Estatuto Administrativo contiene diversos preceptos que desarrollan el concepto de carrera funcionaria y sus características.



			"Así, entre otros, el artículo 3º define el aludido concepto; el artículo 5º, señala que "para los efectos de la carrera funcionaria, cada institución sólo podrá tener" las plantas de personal que señala; el artículo 6º, estatuye que "la carrera funcionaria se iniciará con el ingreso en calidad de titular a un cargo de la planta, y se extenderá hasta los cargos de jerarquía inmediatamente inferior a los de exclusiva confianza"; el artículo 67, reitera la norma contenida en el artículo 48 de la ley Nº 18.575, en cuanto estatuye que "los funcionarios sólo podrán ser destinados a desempeñar funciones propias del cargo para el que han sido designados dentro  de la institución correspondiente", y el artículo 83, dispone que "todo funcionario tendrá derecho a gozar de estabilidad en el empleo y a ascender en el respectivo escalafón";



			"4.-...............................................................



			"5.-  Las normas orgánico constitucionales y legales precedentemente mencionadas garantizan a los funcionarios de la Administración del Estado, a través de diversas disposiciones, el derecho a la estabilidad en el empleo y a desarrollar una carrera funcionaria en la institución a que pertenecen.



			"Lo anterior tiene particular relevancia, pues permite concluir que la "carrera funcionaria" garantizada en el artículo 38 de la Ley Suprema, tiene actualmente el sentido anteriormente señalado, y no es un concepto carente de contenido preciso y susceptible de ser entendido de distintas maneras o que pudiere ser derogado caso a caso, para cada Servicio o contingencia, lo que llevaría, en definitiva, a la inexistencia de un sistema de carrera funcionaria por la vía de acumular excepciones legislativas;



			"6.-  Por lo demás, así entiende también la doctrina el concepto de carrera funcionaria.



			En efecto, Rolando Pantoja Bauzá, en su libro "Bases Generales de la Administración del Estado", refiriéndose al derecho a la carrera funcionaria, expresa que "la persona que ha sido designada para ocupar un cargo público en conformidad a las normas del respectivo Estatuto Administrativo, adquiere, según la ley, el derecho al cargo y a la función, y se incorpora a un sistema de carrera funcionaria,  esto es, a un mundo normativo que regula la forma y manera en que habrá de recorrerse el camino profesional que se ha escogido".



			"Por su parte, Guillermo Schiessler Quezada, en su obra "Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado", luego de citar los artículos 19, Nº 17º, y 38, inciso primero, de la Carta Fundamental señala que "se trata, en consecuencia, de establecer una igualdad de  oportunidades para ingresar a la Administración del Estado; pero, además, una vez que la persona ha ingresado a ella, que se le den las debidas oportunidades para que conforme a la ley pueda ir progresando en su vida de funcionario y ascendiendo en los niveles administrativos internos, conforme a su idoneidad y exigencias legales".



			"Es del caso mencionar, asimismo, que los apuntes sobre la "Función Pública", de la cátedra de Derecho Administrativo de Eduardo Soto Kloss, señalan que el artículo 38 de la Constitución Política concibió una serie de principios rectores de la función pública chilena, entre los que se encuentra el de la carrera funcionaria y que tal carrera implica, entre otros, el derecho al ascenso.



			"Ahora bien, según expresa Enrique Silva Cimma en sus "Apuntes de Derecho Administrativo", el derecho al ascenso "está íntimamente vinculado con la carrera administrativa", agregando que, en virtud de él,  el  funcionario queda habilitado para optar a cargos superiores dentro de su Servicio...siempre que tuviera requisitos para ascender";



			"7.-  Desde este punto de vista, no resulta ajustado a la Constitución el hacer excepciones, para situaciones particulares, a las normas orgánico constitucionales que regulan la carrera.



			"Ello, considerando que el constituyente previó  la existencia de una carrera funcionaria, cuyas normas básicas, establecidas en una ley orgánica constitucional, deben ser de aplicación común a todos los órganos que integran la Administración del Estado, con la sola excepción de aquéllos que por disposición de la propia Constitución se rigen por leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado.



			"Por tanto, el proyecto de ley en análisis, en cuanto establece una figura no contemplada en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que sólo se aplicará por una vez y a un grupo determinado de personas, se aparta del concepto de carrera funcionaria a que alude el artículo 38 de la Constitución.



			"De igual modo, hacer excepciones a las normas generales, para un grupo de personas, infringe la Constitución en lo que atañe a la garantía de igualdad ante la ley, que establece su artículo 19 Nº 2º;



			"8.-  ............................................................



			"9.- .............................................................



			"10.-  Desde otro punto de vista, es dable señalar que la Comisión estimó que, en ningún caso, la referida norma puede contener una delegación de facultades legislativas en el Presidente de la República, toda vez que, aún en el evento de que se estimare que su contenido se ajusta a la Carta Fundamental, ella constituiría, a lo menos, una modificación a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, por lo que no sería susceptible de la aludida delegación, en conformidad a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 61 de la Constitución Política que establece que tal autorización no podrá extenderse, entre otras materias, a aquellas "que deban ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado".".





			El H. Senador señor Romero concluyó su intervención reiterando que por estimar inconstitucional el proyecto despachado por la H. Cámara de Diputados, en lo que dice relación con el régimen de funciones críticas, se presentaron diversas proposiciones al Ministerio de Obras Públicas para superar las objeciones y que, con igual propósito había presentado su indicación, sin perjuicio de formular expresa cuestión de constitucionalidad respecto al texto del proyecto recibido por la Comisión, en cuanto las normas relativas a las funciones críticas son contrarias al artículo 38 de la Constitución Política de la República, y porque las normas que modifiquen la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración, deben ser aprobadas con el quórum que requiere la Carta Fundamental, lo que no habría ocurrido sino respecto de un inciso del artículo 5º.



			Por su parte, el H. Senador señor Páez solicitó dejar constancia que el Ministerio analizó cada una de las proposiciones formuladas sobre la materia, señalando en cada caso las objeciones que les merecía, y presentó una indicación acogiendo los criterios de la Comisión en cuanto lo estimó posible para hacer operativo el sistema de funciones críticas. 



			Agotado el debate, se sometió a votación la indicación del H. Senador señor Romero siendo aprobada por tres votos a favor y uno en contra.



			Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Martin, Romero y Siebert y, por la negativa el H. Senador señor Páez.



			Se deja constancia que S. E. el Presidente de la República, mediante Oficio Nº 129-333, de fecha 27 de Junio de 1996, formuló indicaciones al proyecto de ley en comento. Las indicaciones presentadas a los ocho primeros artículos del texto aprobado por la H. Cámara de Dipuitados fueron rechazadas en su totalidad, con la misma votación con que se aprobó la indicación del H. Senador señor Romero, sin mayor debate, en atención a haberse aprobado por vuestra Comisión dicha indicación sustitutiva de esos preceptos.



			Las indicaciones a los artículos 9º y siguientes formuladas en el referido oficio del Ejecutivo fueron debatidas, analizadas y votadas por la Comisión, según se da cuenta en el análisis artículo por artículo que se hace a continuación.





ARTÍCULO 9º



			Establece una bonificación de estímulo por desempeño, para el personal de planta, a contrata, y trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo del Ministerio de Obras Públicas, que se pagará anualmente al 30% de los funcionarios de cada planta de mejor desempeño durante el año anterior, y a igual porcentaje de los trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo mejor calificados, para cuyo efecto se considerarán las calificaciones obtenidas de acuerdo al Estatuto Administrativo y, respecto de los trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo, al Reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Obras Públicas.



			Indica que la referida bonificación se calculará sobre el sueldo base del grado en que esté nombrado o contratado, más la asignación profesional, la asignación del artículo 19 de la ley Nº 19.185 y la asignación de responsabilidad superior del decreto ley Nº 1.770, de 1977, en los siguientes porcentajes decrecientes:



	- 10% para el quince por ciento mejor evaluado de los funcionarios de cada planta de personal y de los trabajadores regidos por el Código del Trabajo;

	- 5% para los funcionarios de cada planta de personal y de los trabajadores regidos por el Código del Trabajo que les sigan en orden descendente, hasta completar el 30% de los mejor evaluados en cada planta, en el primer caso, y del total de trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo, en el segundo.



			Agrega que para tener derecho al beneficio los funcionarios deberán estar calificados en lista 1 o 2, y que sólo tendrán derecho a percibirla durante el año siguiente al del proceso calificatorio respectivo.



			Señala que la bonificación se pagará en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre, equivalentes al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes señalados, cuyos montos no serán considerados remuneración para ningún efecto legal, y no serán imponibles.



			Además, establece normas específicas para los miembros de las juntas calificadoras, delegados del personal, y beneficiarios que cambian de grado con posterioridad al término del proceso calificatorio.



			Finalmente, entrega al reglamento el establecer normas sobre desempates por igual evaluación, mecanismos de reclamación cuando los funcionarios estimen afectado su derecho a la bonificación, y demás disposiciones necesarias para la cabal aplicación de este artículo.



			Durante la discusión de este precepto el Ejecutivo formuló cinco indicaciones a este artículo.



			La primera de ellas a la letra a) del inciso primero,  para sustituir la palabra “desempeño” por “calificación”. Esta sustitución tuvo por finalidad armonizar el texto con la materia que se está regulando. El beneficio se da en función de la calificación. El resultado jurídico es la calificación. El desempeño es lo fáctico, el hecho que origina la calificación.



			La segunda indicación se formuló a la letra h) del inciso primero, para agregar al final de esta letra, sustituyendo el punto (.) por una coma (,) la siguiente oración: “ni quienes hayan tenido un desempeño efectivo en su servicio de origen inferior a seis meses.”. 



			De acuerdo con el Estatuto Administrativo, los servicios públicos pueden enviar en comisión de servicio a su personal a otras reparticiones. El beneficio que se otorga tiene por objeto premiar el desempeño en el Ministerio de Obras Públicas y en sus Reparticiones específicas y no en otros servicios, ya que se restaría un cupo a los funcionarios de esa Cartera de Estado. Esta sería la finalidad de la segunda indicación.



			La tercera indicación formulada por el Ejecutivo a este artículo, consultó una letra j), nueva, al inciso primero, que establece que los funcionarios y trabajadores regidos por el Código del Trabajo con derecho a percibir el beneficio, que sean sancionados con alguna de las medidas disciplinarias establecidas en el artículo 116 de la Ley Nº 18.834 o en el artículo 87 del Decreto Supremo Nº 300 de 1985, del Ministerio de Obras Públicas, según corresponda, serán excluídos del pago de la bonificación a contar de la aplicación de la medida disciplinaria por acto administrativo totalmente tramitado y por el lapso que reste para completar el período respectivo.



			Esta norma estaba originalmente en el texto del Ejecutivo y fue rechazada en la H. Cámara de Diputados. Se planteó la interrogante de porqué un funcionario que estaba gozando del beneficio y, en el intertanto, en el año calendario era afectado por una medida disciplinaria se le iba a suspender el pago. La verdad es que la actual redacción clarifica la situación en cuanto acota que a contar de la aplicación de la medida disciplinaria por acto administrativo totalmente tramitado. El texto original decía que en el momento que se aplicaba la medida se le suspendía pero esa medida podía ser objeto de apelación. La idea es que quede afinada por un acto administrativo totalmente tramitado. Que del acto que aplica la sanción se haya tomado razón por la Contraloría. El beneficio es por buen desempeño de manera que si la persona ha dejado de tenerlo el beneficio no se justifica.



			La cuarta indicación del Ejecutivo a este artículo agrega una letra k), nueva, al inciso primero, que establece que en caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios funcionarios de una misma planta y cuando ello impida determinar quiénes serán beneficiarios de esta bonificación, corresponderá a las juntas calificadoras según lo determine el Reglamento que se dicte al efecto, dirimir dichos empates, estableciendo los funcionarios que tendrán derecho a la misma.



			Esta norma estaba contemplada en otra letra, por lo tanto, sólo obedece a un cambio de ubicación y tiene por objeto dirimir los empates.



			La última indicación del Ejecutivo a este artículo, es a su letra j), que ha pasado a ser letra l), y tiene por objeto eliminar la oración: "las normas de desempate en casos de igual evaluación", por innecesaria.



			Sometido a votación este artículo, con las enmiendas señaladas propuestas por el Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Martín, Páez, Romero y Siebert .



ARTICULO 10



			Otorga una asignación mensual al personal del Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes que ejerza funciones de operador de maquinaria pesada en forma permanente, la que fija como el equivalente al 15% del sueldo base más la asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185, a la que atribuye el carácter de remuneración para todos los efectos legales.



			Agrega que mediante decreto el Ministerio de Obras Públicas definirá el tipo de maquinaria que se considerará pesada para los efectos de la concesión de este beneficio.



			Establece que por resolución del jefe superior del servicio, visada por el Subsecretario de Obras Públicas, se individualizará a los trabajadores que accederán al beneficio, fijando en 350 el máximo de personas con derecho a percibir esta asignación.



			El Ejecutivo formuló indicación a este artículo, para intercalar a continuación de “15%” las palabras “de la suma”, con la finalidad de precisar la aplicación del concepto que se refiere a la totalidad.



			También formuló indicación para suprimir la expresión "efectivamente", en el inciso primero, por innecesario.



			Sometido a votación este artículo, con las enmiendas señaladas propuestas por el Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Martín, Páez, Romero y Siebert .





ARTICULO 1º TRANSITORIO



			Permite que los actos administrativos a que se refieren los artículos 2º y 10, que se refieren a la asignación por funciones críticas y la asignación para operadores de maquinaria pesada, puedan establecer que dichas asignaciones rijan a contar del 1º de enero de 1996 o de otra fecha posterior.



			Vuestra Comisión, sustituyó la frase “refieren los artículos 2º y 10” por “refiere el artículo 12”, con la finalidad de concordar las referencias con lo ya aprobado.



			Sometido a votación este artículo, con la enmienda señalada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Martín, Páez, Romero y Siebert .



ARTICULO 2º TRANSITORIO



			Establece que las normas del artículo 9º, que se refiere a la bonificación de estímulo por desempeño regirán desde el 1º de enero de 1996, de acuerdo a los resultados del proceso calificatorio correspondiente al año 1995.



			Sometido a votación este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Martín, Páez, Romero y Siebert, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados.



ARTICULO 3º TRANSITORIO



			Permite que en la primera provisión en cargos o empleos identificados como críticos, con el visto bueno del Subsecretario de Obras Públicas se designe directamente a los funcionarios que estén desempeñando dichas funciones, señalando que si tales designaciones recaen en funcionarios de planta los mismos deberán manifestar su aceptación dentro del plazo que se les indique, agregando que si así no ocurre, y sus titulares continúan sirviéndolo sin derecho a la asignación, las plazas respectivas regresarán a la planta de origen.



			Finalmente indica que si al vencimiento del plazo de designación directa una función deja de ser crítica los titulares que la ejercen, que hubieren sido designados de acuerdo al inciso anterior, retornarán a su cargo en la planta de origen.



			Sometido a votación este artículo fue suprimido por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron por su rechazo los  HH. Senadores señores Martín,  Romero y Siebert , y por su aprobación el H. Senador señor Páez.



			El Ejecutivo formuló indicación para sustituir en su inciso primero la expresión "derecho a" por "percibir", y para introducir las siguientes modificaciones en su inciso segundo:



			a) Para sustituir la oración "Si al vencimiento del plazo de designación directa se determina que una función definida como crítica deja de serlo" por la siguiente:



			"Cuando una función deje de ser calificada como crítica", y



			b) Para incorporar a continuación del punto (.) aparte que se sustituye por una coma (,) la frase "en los mismos términos señalados en el inciso tercero del artículo 3º de la presente ley.".



			Sometidas a votación estas indicaciones fueron rechazadas, con la misma votación con que se suprimió el artículo.



ARTICULO  4º TRANSITORIO



			Determina que para el pago en el primer año de la bonificación por desempeño en el evento que no se encuentre terminado el proceso calificatorio correspondiente, será considerada la evaluación que al efecto realicen en única instancia los jefes superiores de servicio, o los funcionarios en quienes deleguen esta facultad, con informe previo de los jefes directos respectivos.



			Sometido a votación este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Martín, Páez, Romero y Siebert, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados.



ARTICULO 5º TRANSITORIO



			Indica la fuente de financiamiento del mayor gasto que origine la aplicación de esta ley durante el año 1996, señalando que  será financiado con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida del Tesoro Público del Presupuesto de la Nación para el año 1996.



			Sometido a votación este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Martín, Páez, Romero y Siebert, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados.



- - - - - - 







			En mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión de Obras Públicas os propone aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:





Artículos 1º a 8º



			- Reemplazarlos por los siguientes:



		"Artículo 1º.- Establécese en el Ministerio de Obras Públicas, en sus servicios dependientes y en el Instituto Nacional de Hidráulica, un sistema de desempeño de funciones críticas, al cual podrá acceder el personal de las plantas de directivos, tanto de exclusiva confianza como de carrera, el personal de las plantas de profesionales y los empleados a contrata que se encuentren en posesión de un título profesional universitario.



		Se considerarán funciones críticas, para los efectos de esta ley, aquéllas que sean identificadas como tales, mediante el procedimiento que más adelante se establece, en razón de ser claves para la gestión del Ministerio y sus servicios, por la incidencia que tienen en el cumplimiento de sus funciones y en el logro de sus objetivos.".



		"Artículo 2º.- Los funcionarios que desempeñen funciones críticas tendrán derecho a percibir una asignación mensual equivalente a un porcentaje de sus remuneraciones.



		Esta asignación fluctuará entre un 10% y un 40%  y se calculará sobre el sueldo base más las siguientes asignaciones:



	- Asignación profesional a que se refiere el artículo 19 de la ley Nº 19.185,

	- Asignación establecida en el artículo 17 de la misma ley,

	- Asignación de responsabilidad superior otorgada por el decreto ley  Nº 1.770, de 1977, y 

	- Asignación para gastos de representación establecida en el artículo 3º del decreto ley Nº 773, de 1974.



		El derecho a esta asignación se mantendrá sólo mientras se ejerza la función específica que la fundamenta y ésta mantenga la calificación de crítica, se pagará conjuntamente con la remuneración mensual del empleado y no se considera base de cálculo de ninguna otra remuneración.".



		"Artículo 3º.- Por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" y que deberá ser firmado, además, por el Ministro de Hacienda, se identificarán las funciones críticas.  En este mismo decreto se determinará, para cada función crítica, un grado o un rango de grados de la Escala Única de Sueldos que será exigible para su ejercicio y el porcentaje de asignación a que dará derecho su desempeño.



		Las funciones críticas identificadas no podrán exceder de 850 para el conjunto del Ministerio, sus servicios dependientes y el Instituto Nacional de Hidráulica.



		La identificación de funciones críticas podrá ser modificada hasta dos veces en cada año calendario por el mismo procedimiento. La modificación podrá consistir en incorporar nuevas funciones, sin exceder el número máximo fijado en el inciso anterior, en eliminar funciones que hayan perdido dicha calidad y en variarles el grado o el porcentaje de la asignación a que darán derecho. Estas modificaciones, excepto la incorporación de nuevas funciones, sólo podrán disponerse respecto de funciones críticas que se encuentren vacantes o para que rijan una vez que ello ocurra.".



		"Artículo 4º.- Las funciones críticas así identificadas serán desempeñadas por funcionarios del Ministerio o del respectivo servicio, según corresponda, que se encuentren en posesión de un título profesional universitario y que detenten un cargo que tenga asignado el grado o uno de los grados de la Escala Única de Sueldos exigibles para su desempeño según lo determinado en el decreto supremo a que se refiere el artículo anterior.".



		"Artículo 5º.- Las funciones críticas se proveerán por concurso, excepto las que correspondan a cargos de planta que tengan la calidad de empleos de exclusiva confianza del Presidente de la República o de la autoridad llamada a hacer el nombramiento.



		El concurso será interno y limitado a los funcionarios de planta y a contrata que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 4º.



		El concurso será público cuando en las plantas de directivos o de profesionales, del Ministerio o del respectivo servicio, exista un cargo vacante correspondiente al grado o a uno de los grados exigidos para desempeñar la función que no se hubiere podido llenar por ascenso o por concurso interno. También lo será, cuando la autoridad competente decida asociar la función crítica de que se trate a un cargo a contrata, el que deberá asimismo cumplir la condición de tener asignado un grado de los que se requieren para el desempeño de dicha función.".



		"Artículo 6º.- Las funciones críticas se concursarán sujetas a un plazo máximo de desempeño, el que no podrá ser inferior a un año, ni superior a tres años. En el llamado a concurso se establecerá el plazo de duración de la respectiva designación.



		La autoridad competente para hacer la designación podrá, por una sola vez, prorrogarla hasta por un nuevo período, sin necesidad de concurso.".



		"Artículo 7º.- El desempeño de una función crítica será incompatible con el ejercicio de cargos a contrata y con la prestación de servicios a honorarios, en el sector público. Se exceptúan de esta incompatibilidad los cargos docentes, las labores de instructor en cursos de capacitación y la integración de directorios o consejos de empresas u organismos públicos, dentro de los límites establecidos en el Estatuto Administrativo aprobado por la ley Nº 18.834, a condición de que su desempeño no entorpezca el ejercicio de la respectiva función crítica.".



		"Artículo 8º.- La infracción de lo dispuesto en el artículo anterior dará lugar a la aplicación de una medida disciplinaria, sin perjuicio de la obligación del funcionario de devolver las sumas percibidas indebidamente.".



		"Artículo 9º.- Los funcionarios que desempeñen funciones críticas cesarán en su ejercicio por las siguientes causales:

		a) Por dejar de ser funcionarios del Ministerio o del servicio respectivo;

		b) Por cumplimiento del plazo fijado en la designación;

		c) Por haber obtenido una calificación definitiva en lista tres, 		y

		d) Por haber sido sancionado con la medida disciplinaria de multa o superior.



		Las causales de cese del ejercicio de funciones críticas, contempladas en las letras b) y siguientes conllevan el cese en el cargo, de planta o a contrata, asociado a ellas, a menos que se trate de un cargo de planta que está siendo servido por un funcionario en calidad de titular desde antes de su asociación a una función crítica. En este caso, el funcionario reasumirá el ejercicio de su cargo al cesar en el desempeño de la función crítica.



		Artículo 10.- Los funcionarios que estén ejerciendo una función crítica podrán postular al concurso a que se llame al concluir el período por el cual fueron nominados.".



Mayoría de votos (3x1)



- - - - -





Artículo 9º



			- Ha pasado a ser artículo 11, con las siguientes modificaciones:



			- -  En su letra a) sustituir la palabra "desempeño" por "calificación".



			- -  En su letra h), agregar a continuación de su punto final (.), que pasa a ser coma (,) la siguiente oración:  "ni quienes hayan tenido un desempeño efectivo en su servicio de origen inferior a seis meses.".



			- -  Agregar las siguientes letras j) y k), nuevas, pasando su actual letra j) a ser letra l):



		"j) Los funcionarios y trabajadores regidos por el Código del Trabajo con derecho a percibir el beneficio, que sean sancionados con alguna de las medidas disciplinarias establecidas en el artículo 116 de la Ley Nº 18.834 o en el artículo 87 del Decreto Supremo Nº 300 de 1985, del Ministerio de Obras Públicas, según corresponda, serán excluídos del pago de la bonificación a contar de la aplicación de la medida disciplinaria por acto administrativo totalmente tramitado y por el lapso que reste para completar el período anual respectivo.



		k) En caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios funcionarios de una misma planta y cuando ello impida determinar quiénes serán beneficiarios de esta bonificación, corresponderá a las juntas calificadoras según lo determine el Reglamento que se dicte al efecto, dirimir dichos empates, estableciendo los funcionarios que tendrán derecho a la misma, y".



			- -  En su letra j), que ha pasado a ser letra l), eliminar la frase: "las normas de desempate en casos de igual evaluación".

Unánime (4x0)



Artículo 10



			- Ha pasado a ser artículo 12, con la siguiente modificación:



			- -  En su inciso primero suprimir la voz "efectivamente", y agregar después del porcentaje "15%" la expresión "de la suma".

Unánime (4x0)



Artículos 1º transitorio



			- -  Sustituir la expresión "refieren los artículos 2º y 10" por "refiere el artículo 12".

Unánime. (4x0)



Artículos 2º transitorio



			- - Reemplazar la expresión "artículo 9º" por "artículo 11".

Unánime (4x0)



Artículo 3º transitorio



			- -  Suprimirlo.

Mayoría de votos (3x1)



Artículo 4º transitorio



			- - Ha pasado a ser artículo 3º transitorio, sin modificaciones.

Unánime. (4x0)



artículo 5º transitorio



			- - Ha pasado a ser artículo 4º transitorio, sin enmiendas.

Unánime. (4x0)

- - - - - - 



			Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Obras Públicas, queda como sigue:



"PROYECTO DE LEY:



DESEMPEÑO DE FUNCIONES CRITICAS



		Artículo 1º.- Establécese en el Ministerio de Obras Públicas, en sus servicios dependientes y en el Instituto Nacional de Hidráulica, un sistema de desempeño de funciones críticas, al cual podrá acceder el personal de las plantas de directivos, tanto de exclusiva confianza como de carrera, el personal de las plantas de profesionales y los empleados a contrata que se encuentren en posesión de un título profesional universitario.



		Se considerarán funciones críticas, para los efectos de esta ley, aquéllas que sean identificadas como tales, mediante el procedimiento que más adelante se establece, en razón de ser claves para la gestión del Ministerio y sus servicios, por la incidencia que tienen en el cumplimiento de sus funciones y en el logro de sus objetivos.



		Artículo 2º.- Los funcionarios que desempeñen funciones críticas tendrán derecho a percibir una asignación mensual equivalente a un porcentaje de sus remuneraciones.



		Esta asignación fluctuará entre un 10% y un 40%  y se calculará sobre el sueldo base más las siguientes asignaciones:



	- Asignación profesional a que se refiere el artículo 19 de la ley Nº 19.185,

	- Asignación establecida en el artículo 17 de la misma ley,

	- Asignación de responsabilidad superior otorgada por el decreto ley  Nº 1.770, de 1977, y 

	- Asignación para gastos de representación establecida en el artículo 3º del decreto ley Nº 773, de 1974.



		El derecho a esta asignación se mantendrá sólo mientras se ejerza la función específica que la fundamenta y ésta mantenga la calificación de crítica, se pagará conjuntamente con la remuneración mensual del empleado y no se considera base de cálculo de ninguna otra remuneración.



		Artículo 3º.- Por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, expedido bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" y que deberá ser firmado, además, por el Ministro de Hacienda, se identificarán las funciones críticas.  En este mismo decreto se determinará, para cada función crítica, un grado o un rango de grados de la Escala Única de Sueldos que será exigible para su ejercicio y el porcentaje de asignación a que dará derecho su desempeño.



		Las funciones críticas identificadas no podrán exceder de 850 para el conjunto del Ministerio, sus servicios dependientes y el Instituto Nacional de Hidráulica.



		La identificación de funciones críticas podrá ser modificada hasta dos veces en cada año calendario por el mismo procedimiento. La modificación podrá consistir en incorporar nuevas funciones, sin exceder el número máximo fijado en el inciso anterior, en eliminar funciones que hayan perdido dicha calidad y en variarles el grado o el porcentaje de la asignación a que darán derecho. Estas modificaciones, excepto la incorporación de nuevas funciones, sólo podrán disponerse respecto de funciones críticas que se encuentren vacantes o para que rijan una vez que ello ocurra.



		Artículo 4º.- Las funciones críticas así identificadas serán desempeñadas por funcionarios del Ministerio o del respectivo servicio, según corresponda, que se encuentren en posesión de un título profesional universitario y que detenten un cargo que tenga asignado el grado o uno de los grados de la Escala Única de Sueldos exigibles para su desempeño según lo determinado en el decreto supremo a que se refiere el artículo anterior.



		Artículo 5º.- Las funciones críticas se proveerán por concurso, excepto las que correspondan a cargos de planta que tengan la calidad de empleos de exclusiva confianza del Presidente de la República o de la autoridad llamada a hacer el nombramiento.



		El concurso será interno y limitado a los funcionarios de planta y a contrata que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 4º.



		El concurso será público cuando en las plantas de directivos o de profesionales, del Ministerio o del respectivo servicio, exista un cargo vacante correspondiente al grado o a uno de los grados exigidos para desempeñar la función que no se hubiere podido llenar por ascenso o por concurso interno. También lo será, cuando la autoridad competente decida asociar la función crítica de que se trate a un cargo a contrata, el que deberá asimismo cumplir la condición de tener asignado un grado de los que se requieren para el desempeño de dicha función.



		Artículo 6º.- Las funciones críticas se concursarán sujetas a un plazo máximo de desempeño, el que no podrá ser inferior a un año, ni superior a tres años. En el llamado a concurso se establecerá el plazo de duración de la respectiva designación.



		La autoridad competente para hacer la designación podrá, por una sola vez, prorrogarla hasta por un nuevo período, sin necesidad de concurso.



		Artículo 7º.- El desempeño de una función crítica será incompatible con el ejercicio de cargos a contrata y con la prestación de servicios a honorarios, en el sector público. Se exceptúan de esta incompatibilidad los cargos docentes, las labores de instructor en cursos de capacitación y la integración de directorios o consejos de empresas u organismos públicos, dentro de los límites establecidos en el Estatuto Administrativo aprobado por la ley Nº 18.834, a condición de que su desempeño no entorpezca el ejercicio de la respectiva función crítica.



		Artículo 8º.- La infracción de lo dispuesto en el artículo anterior dará lugar a la aplicación de una medida disciplinaria, sin perjuicio de la obligación del funcionario de devolver las sumas percibidas indebidamente.



		Artículo 9º.- Los funcionarios que desempeñen funciones críticas cesarán en su ejercicio por las siguientes causales:



		a) Por dejar de ser funcionarios del Ministerio o del servicio respectivo;



		b) Por cumplimiento del plazo fijado en la designación;



		c) Por haber obtenido una calificación definitiva en lista tres, 		    y



		d) Por haber sido sancionado con la medida disciplinaria de multa o superior.



		Las causales de cese del ejercicio de funciones críticas, contempladas en las letras b) y siguientes conllevan el cese en el cargo, de planta o a contrata, asociado a ellas, a menos que se trate de un cargo de planta que está siendo servido por un funcionario en calidad de titular desde antes de su asociación a una función crítica. En este caso, el funcionario reasumirá el ejercicio de su cargo al cesar en el desempeño de la función crítica.



		Artículo 10.- Los funcionarios que estén ejerciendo una función crítica podrán postular al concurso a que se llame al concluir el período por el cual fueron nominados.



BONIFICACIÓN POR DESEMPEÑO





		Artículo 11.- Establécese, para el personal de planta, a contrata y trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo del Ministerio de Obras Públicas, de sus Servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica, una bonificación de estímulo por desempeño, que se regulará por las normas que se pasan a expresar:



		a) La bonificación se pagará anualmente al 30% de los funcionarios de cada planta, de mejor calificación durante el año anterior, y a igual porcentaje de los trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo mejor calificados.



		b) Para estos efectos, se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, en conformidad con las disposiciones de la ley Nº 18.834 y del reglamento que para tales efectos dicte el Ministerio de Obras Públicas respecto al personal de trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo.



		c) La bonificación será equivalente a los siguientes porcentajes, calculados sobre la suma del sueldo base del grado en que esté nombrado o contratado el funcionario o trabajador regido por el Código del Trabajo, más la respec�tiva asignación profesional a que se refiere el artículo 19 de la ley Nº 19.185; la asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185, y la asignación de responsabilidad superior otorgada por el decreto ley Nº 1.770, de 1977, conforme a los tramos decrecientes que se pasan a señalar:



	i) 10% para el quince por ciento de los funcionarios de cada planta de personal y de los trabajadores regidos por el Código del Trabajo mejor evaluados, separadamente, por la junta calificadora central y por cada una de las juntas calificadoras regionales, o por varias de ellas conjuntamente, según corresponda, e



	ii) 5% para los funcionarios y trabajadores regidos por el Código del Trabajo que les sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 30% de los mejor evaluados de cada planta, en el primer caso, y del total de trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo, en el segundo.



		d) Para tener derecho al beneficio, los funcionarios deberán, necesariamente, estar calificados en lista Nº 1, de distinción, o en lista Nº 2, buena.



		e) Los beneficiarios de la bonificación sólo tendrán derecho a percibirla durante el año inmediatamente siguiente al del respectivo proceso calificatorio.



		f) La bonificación será pagada a los funcionarios y trabajadores regidos por el Código del Trabajo en servicio a la fecha del pago, en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre del año en que comience a regir el escalafón del servicio. El monto por pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos en la letra c).



		g) Los montos que los funcionarios y trabajadores regidos por el Código del Trabajo perciban por este concepto no serán considerados remuneración para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles. No obstante, para fines tributarios, se considerarán rentas del Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, entendiéndose, para estos efectos, que la cantidad pagada en cada cuota se ha devengado por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo.



		h) No tendrán derecho a esta bonificación quienes no hayan sido calificados, por cualquier causa, en el respectivo período, ni quienes hayan tenido un desempeño efectivo en su servicio de origen inferior a seis meses.



		No obstante, los miembros de la junta calificadora central tendrán derecho, por concepto de este beneficio, al 5% de las remuneraciones mencionadas en la letra c) de este artículo.



		A los delegados del personal ante las juntas calificadoras y a los directores de las asociaciones de funcionarios, se les considerará, para estos efectos, su calificación anterior, a menos que soliciten ser calificados en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29 de la ley Nº 18.834 o en el inciso tercero del artículo 25 de la ley Nº 19.296, sujetándose en todo a las normas generales del presente artículo.



		Los beneficiarios a que se refiere esta letra no serán considerados para computar el 30% de los funcionarios a que se refiere la letra a) precedente.



		i) El beneficiario que, por ascenso o cualquier otro motivo, cambie de grado con posterioridad al término definitivo del proceso calificatorio, percibirá la bonificación en relación con las remuneraciones que estaba percibiendo en el cargo en que fue calificado, sin perjuicio de los reajustes legales de remuneraciones que pudieren corresponderle.



		j) Los funcionarios y trabajadores regidos por el Código del Trabajo con derecho a percibir el beneficio, que sean sancionados con alguna de las medidas disciplinarias establecidas en el artículo 116 de la ley Nº 18.834 o en el artículo 87 del Decreto Supremo Nº 300 de 1985, del Ministerio de Obras Públicas, según corresponda, serán excluídos del pago de la bonificación a contar de la aplicación de la medida disciplinaria por acto administrativo totalmente tramitado y por el lapso que reste para completar el período anual respectivo.



		k) En caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios funcionarios de una misma planta y cuando ello impida determinar quiénes serán beneficiarios de esta bonificación, corresponderá a las juntas calificadoras según lo determine el Reglamento que se dicte al efecto, dirimir dichos empates, estableciendo los funcionarios que tendrán derecho a la misma, y



		l) El reglamento establecerá los mecanismos de reclamación de los funcionarios cuando estimen afectado su derecho a la bonificación y las demás disposiciones necesarias para la cabal aplicación de este artículo.





ASIGNACIÓN PARA OPERADORES DE MAQUINARIA PESADA



		Artículo 12.- Otórgase al personal del Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes que ejerza funciones de operador de maquinaria pesada en forma permanente, y mientras las desempeñe, una asignación mensual equivalente al 15% de la suma del sueldo base más la asignación del artículo 17 de la ley Nº 19.185, la cual tendrá el carácter de remuneración para todos los efectos legales.



		El Ministro de Obras Públicas, mediante decreto definirá el tipo de maquinaria que se considerará pesada para los efectos de la concesión de este beneficio.



		Por resolución del Jefe Superior del Servicio respectivo, visada por el Subsecretario de Obras Públicas, se individualizará a los trabajadores que accederán al beneficio.



		Establécese un número máximo de 350 personas con derecho a percibir esta asignación.







ARTÍCULOS TRANSITORIOS



		Artículo 1º.- Durante el año 1996, los actos administrativos a que se refiere el artículo 12 de la presente ley, podrán disponer que la concesión de las asignaciones que ellos contemplan rijan a contar del 1º de enero de ese año o de otra fecha posterior.





		Artículo 2º.- Las normas del artículo 11 entrarán a regir a contar del 1º de enero de 1996, sobre la base de los resultados del proceso calificatorio correspondiente al año 1995.





		Artículo 3º.- Para el pago en el primer año de la bonificación por desempeño funcionario en favor de los trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo del Ministerio de Obras Públicas, de sus servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica, y en el evento que no se encuentre terminado el proceso calificatorio correspondiente, se considerará la evaluación que para tales efectos realicen en una sola instancia los jefes superiores de servicio o los funcionarios de su dependencia en quienes deleguen esta facultad, según corresponda, con informe previo de los jefes directos respectivos.





		Artículo 4º.- El mayor gasto que origine la aplicación de esta ley durante el año 1996 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida del Tesoro Público del Presupuesto de la Nación para dicho año.".







- - - - - -



























			Acordado en sesiones celebradas los días 30 de Abril, 7, 14 y 22 de Mayo; 4, 5, 11 y 18 de Junio; 2, 9, 16 y 17 de Julio de 1996, con la asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Nicolás Díaz Sánchez (Sergio Páez Verdugo), Ricardo Martin Díaz (Olga Feliú Segovia), Carlos Ominami Pascual (Jaime Gazmuri Mujica) y Bruno Siebert Held.



			Sala de la Comisión, a  29  de Julio de 1996.





































ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA 

Secretario abogado de la Comisión
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�RESEÑA.



I.	BOLETÍN Nº: 1.767-09.



II.	MATERIA: Proyecto de ley que moderniza el sistema de remuneraciones del personal del Ministerio de Obras Publicas, de sus servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica,



III.	ORIGEN: Mensaje.



IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL:  Segundo trámite.



V.	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Aprobado en general por 71 votos a favor, 4 en contra y 3 abstenciones.  El inciso primero del artículo 5º del proyecto de la H. Cámara fue aprobado por 66 votos a favor, 5 en contra y 3 abstenciones.



VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 18 de Abril de 1996.



VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer Informe. 



VIII.URGENCIA: En sesión de fecha 2 de Julio de 1996 el Ejecutivo retiró la urgencia calificada de “suma” para este proyecto de ley, haciéndola presente nuevamente, calificándola de "simple ".



IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:

	1.- Constitución Política de la República, especialmente las normas contenidas en los números 3 y 17 del artículo 19, en el artículo 38, y en los números 2 y 4 del artículo 62.

	2.- Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

	3.- Ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo.

	4.- Ley Nº 19.185.

	5.- Decreto ley Nº 1770, de 5 de Mayo de 1977.

	6.- Decreto ley Nº 773, de 26 Noviembre de 1974.

	7.- Ley Nº 19.296.



X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: 12 Artículos permanentes y cuatro artículos transitorios.



XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:  Modificar el régimen de remuneraciones del personal del Ministerio de Obras Públicas, servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica, mediante el establecimiento de las siguientes asignaciones:



	- Asignación por funciones críticas, que se otorga para un máximo de 850 cargos de las plantas de directivos, con título profesional universitario, y de profesionales, tanto de exclusiva confianza como de carrera, y empleados a contrata que estén en posesión de dicho título, que se desempeñen en el Ministerio de Obras Públicas, sus servicios dependientes y el Instituto Nacional de Hidráulica, que sirvan funciones calificadas como críticas para la gestión de esa Secretaría de Estado.



	- Bonificación de estímulo por desempeño para el personal de planta, a contrata y trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo del Ministerio de Obras Públicas, de sus servicios dependientes y del Instituto Nacional de Hidráulica, que se otorgaría al 30% de los funcionarios de cada planta, y a igual porcentaje de los trabajadores permanentes regidos por el Código del Trabajo, mejor calificados.



	- Asignación para operadores de maquinaria pesada, para un máximo de 350 personas del Ministerio de Obras Públicas y servicios dependientes, que ejerza funciones de operador de maquinaria pesada en forma permanente.



XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:  El artículo 3º del proyecto debe ser aprobado con quórum de Ley Orgánica Constitucional, por incidir en materias propias de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



XIII.	ACUERDOS:  



Artículo 1º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 2º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 3º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 4º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 5º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 6º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 7º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 8º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez





Artículo 9º: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 10: Mayoría de votos (3 x 1)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Siebert y Páez



Artículo 11: Unánime (4x0)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Páez y Siebert



Artículo 12: Unánime (4x0)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Páez y Siebert



Artículo 1º transitorio: Unánime (4x0)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Páez y Siebert



Artículo 2º transitorio: Unánime (4x0)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Páez y Siebert



Artículo 3º transitorio: Unánime (4x0)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Páez y Siebert



Artículo 4º transitorio: Unánime (4x0)

HH. Senadores señores Martin, Romero, Páez y Siebert













ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Secretario Abogado de Comisiones
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